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Prefacio 



¿Por qué un libro sobre mercado laboral sostenible y responsabilidad social? Parece que la actual coyuntura económica es propicia para una obra sobre mercado laboral, pero... ¿es el mejor momento para hablar de empleo sostenible y de responsabilidad social? Sobre la oportunidad de incluir la dimensión ética y el largo plazo en un análisis del mercado laboral español, los autores no tienen la menor duda: si algo positivo hay en el momento que estamos viviendo es precisamente la apertura al cambio, la posibilidad de repensar cuestiones que se han dado por ciertas en los últimos 25 años.

Pero este proyecto -porque además de ser una obra escrita, este libro es un proyecto- comenzó a gestarse en tiempos de bonanza económica, como respuesta a un interés y una preocupación personal de los autores respecto al mercado laboral y las interrelaciones que en él se producen. En el libro se entrecruzan de manera constante las perspectivas que, a nuestro juicio, nunca deben perderse en cualquier análisis sobre el mercado laboral: la perspectiva ética, la económica, la jurídica, la social y, por supuesto, la histórica. Esta última es muy necesaria en cualquier proceso de cambio: necesitamos conocer y respetar nuestro pasado, para comprender el presente y plantearnos alternativas de futuro diversas, optimistas, retadoras y realistas.

Pasado, presente y futuro están reflejados en esta obra, a través del estudio de las cifras y tendencias de diferentes variables que nos han llevado a esta situación actual, caracterizada mediante un DAFO del mercado laboral español en 2010. La lógica conduce al planteamiento de estrategias públicas y privadas de futuro a corto, medio y largo plazo, con el objetivo de desarrollar marcos normativos y relaciones institucionales que aseguren, en la medida de lo posible, el desarrollo de un mercado laboral sostenible.

Como guías para este proceso, los autores han desarrollado nuevos conceptos que sirvan como herramientas de medición y que puedan indicar periódicamente los avances o retrocesos en ese camino hacia un entorno laboral justo, eficiente, innovador y competitivo. Son los barómetros de sostenibilidad del mercado laboral: justicia social, calidad laboral, sostenibilidad laboral y gestión sectorial. Estos barómetros, compuestos cada uno de ellos por un conjunto de indicadores, permitirán recoger periódicamente información relevante, agruparla y analizarla a la luz del modelo construido para valorar el impacto de las estrategias y políticas públicas y empresariales, los cambios demográficos y otras variables relevantes.

Este planteamiento lleva de nuevo al comienzo de este prefacio: el porqué de esta obra y su gestación como proyecto abierto. No ha sido nunca nuestra pretensión crear una obra completa y definitiva sobre el mercado laboral español: tal pretensión sería, cuanto menos, desproporcionada y carente de realidad. El objetivo, más bien, es iniciar un camino de debate, de análisis: poner las bases de una plataforma donde, siguiendo la estructura del modelo de grupos de interés, todos los agentes implicados en la cuestión -que son muchos- tengan voz, información y la posibilidad de sentarse a debatir y generar alternativas de acción. Porque esta obra, además de rigurosa desde el punto de vista académico, pretende estar enfocada a la acción.

Por esta razón, el proyecto no podía terminar en un libro: más bien lo que el lector tiene en sus manos es el comienzo, la primera piedra en la construcción de lo que hemos llamado el Observatorio CR Works de Mercado Laboral Sostenible. Se trata de un think tank, puesto en marcha con la ayuda desinteresada de varias personas que comparten inquietudes y ganas de aportar conocimiento. El Observatorio nace con la vocación de desarrollar la potencialidad de la interacción entre un mercado laboral sostenible y la empresa, y tiene como finalidad el establecimiento de un sistema objetivo de estudio y análisis del mercado laboral en España sobre la base de barómetros e indicadores de sostenibilidad que permitan analizar su evolución de forma transparente, así como efectuar propuestas de mejora, tanto de índole legislativa como empresarial, tratando de contribuir a la búsqueda de respuestas a los grandes retos y desafíos en materia de empleo sostenible.

El Observatorio llevará a cabo investigaciones y publicaciones periódicas especializadas en diferentes aspectos del mercado laboral: innovación laboral, green jobs, economía sostenible y mercado laboral, flexiseguridad, son algunas de las cuestiones que claramente encontrarán un nicho en el Observatorio. También se impulsarán los instrumentos de debate y diálogo: foros (presenciales y virtuales), focus groups, entrevistas... Todo ello debería facilitar -y ése es el deseo de los autores- la generación de nuevas ideas, rigurosamente cimentadas y consensuadas, que sirvan de base al diseño y a la implantación de políticas públicas y estrategias empresariales laboralmente sostenibles.

Siéntase el lector invitado a participar en este proyecto abierto, ya sea como trabajador, empleador, empresario, sindicalista, funcionario, autónomo, estudiante... Es difícil no estar incluido entre todos aquellos que tienen algo que decir y algo que escuchar respecto al mercado laboral.

Madrid, 3 de febrero de 2010






Presentación 



El tema del libro que el lector tiene en su manos, el mercado laboral sostenible en España, es probablemente uno de los retos más importantes que afronta en la próxima década la sociedad española. Después de muchos años de crecimiento económico con unas tasas de actividad laboral muy positivas, se ha producido, a modo de terremoto, una quiebra de todos los estándares. Los índices de crecimiento han caído en picado, y el paro, cual «llanto amontonado» (en frase de Blas de Otero), ha hecho acto de presencia segando vidas laborales y esperanzas vitales. Los datos de los países de la OCDE son estremecedores, sobre todo por la carencia de un horizonte seguro. Y aunque cada país tiene una problemática propia, es muy cierto que de esta crisis global sólo saldremos con acciones comunes y coordinadas desde organismos internacionales (Unión Europea, Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial), pero también se precisan acciones específicas en cada mercado de trabajo, porque, a efectos laborales, cada país tiene que buscar soluciones específicas en función del punto de partida, es decir, de las características de su mercado laboral, tanto a nivel práctico como normativo.

La búsqueda de una racionalidad del mercado y de óptimos niveles de eficiencia es una asignatura pendiente. La evolución de la tasa de empleo y la tasa de paro en 2008 y 2009 pone de relieve que nuestro modelo productivo intensivo en utilización de mano de obra, pero de escasa productividad, crea mucho empleo en etapas de crecimiento económico pero destruye empleo a un ritmo mucho mayor que en los países de nuestro entorno económico en etapas de desaceleración o recesión económica. Las cifras del mercado laboral en España muestran datos preocupantes con una tasa de paro creciente (18,83% en 2009), una población activa en continuo auge con motivo de la incorporación al mercado laboral de inmigrantes (tasa de inmigración del 12,5% en 2009 y flujos anuales de entrada de 500.000 en los últimos años) y de mujeres, alto paro juvenil (39%), preocupante paro estructural (con un porcentaje cada vez mayor de demandantes de empleo de larga duración), una tasa de temporalidad que aunque disminuye (25,08% en 2009) lo hace a costa de un lastre peor (el transvase de temporales al desempleo), una tasa de parcialidad muy reducida (12,8% en 2009), una productividad bajo mínimos en la última década (siendo las ganancias de 2009, al pasar del 1,2% al 3%, un claro espejismo por el ajuste de plantillas), una tasa de ocupación muy baja en grupos vulnerables (discapacitados, minorías sociales), una tasa de paro altísimas para los mayores de 55 años (55%), etc. Esas cifras se entrecruzan con sistemas no estrictamente laborales pero que influyen en el devenir del mercado laboral y en la creación y destrucción de empleos, y se aportan datos e información relevante de la relación del empleo con la política económica, la política fiscal, la política presupuestaria y la política educativa y de formación.

Los autores, en un esfuerzo de innovación y creatividad, han elaborado un DAFO del mercado laboral (cuadro resumen de debilidades, amenazas, fortalezas y oportunidades) pero han ido aún más allá cuando, cruzando el análisis interno y externo, han explorado estrategias de supervivencia, de orientación, defensivas y ofensivas explorando opciones en el camino hacia un mercado laboral sostenible. Se revisan las reformas normativas del Estatuto de los Trabajadores tras su aprobación inicial en 1980, con detalle de las instituciones alteradas y el signo de los cambios y su impacto en el mercado de trabajo en España (1984, 1994, 1997, 2001, 2002, 2006 y 2009), lo que muestra que, salvo en el caso de la reforma de 1994, que aumentó sensiblemente la autonomía colectiva y la individual, se haya optado por obras menores y simple cambio de muebles sin reformar a fondo el mercado laboral.

En este trabajo de investigación se desarrollan, también, cuatro barómetros del mercado laboral, a saber: justicia social, calidad laboral, sostenibilidad y gestión sectorial. Cada uno de ellos cuenta con sus indicadores y todos ellos son muy oportunos y necesarios (derecho al empleo, no discriminación, salario justo, igualdad, diversidad, conciliación, gestión ética de los procesos de recursos humanos, estabilidad en el empleo, no siniestralidad, organización del trabajo, flexiseguridad -este último por cierto con gran recorrido de futuro-, etc.), pero los indicadores más destacados son en mi opinión los de sostenibilidad laboral. Son indicadores mitad económicos, mitad sociales (aunque haya opiniones que mantengan que la economía es también una ciencia social), y son esenciales para la futura creación de empleos en España en una recuperación económica que se vislumbra lenta y compleja. Los indicadores de la sostenibilidad laboral son la productividad, los costes salariales y laborales, la innovación, la competitividad, la flexibilidad laboral y la capacitación y formación de la población activa. La sostenibilidad del mercado laboral -y la consiguiente creación de empleos estables- tiene una estrecha relación con la consideración del medio y largo plazo, y nos reconduce a la pregunta de si para conseguir aumentar el peso de España en esos indicadores se precisa o no una reforma laboral. En mi opinión, la respuesta tiene que ser contundente. La reforma laboral es continua y así debe ser, ya que las leyes, y especialmente las laborales, precisan de grandes dosis de realismo, y ante una realidad cultural, social y económica (especialmente la globalización) cambiante, la respuesta legal ha de ser también flexible y adecuada. La empresa -que no sólo el empresario- lo que pide al legislador es, por un lado, cauces para impulsar su actividad, y por otro, remoción de obstáculos para el desarrollo de la competitividad. Los cauces siempre son para navegar sobre algo, y ese algo es la economía. Si la economía es el agua y si no tira, el barco del empleo se embarranca. Y si tira, pero ponemos lastre normativo en las velas, tampoco navega. Hoy más que nunca, con más de 4,3 millones de desempleados, parece claro que la meta es la competitividad, pues sin ella el horizonte se llena de incertidumbre. No es mi intención en este prólogo entrar en los contenidos de la reforma, sino incitar a la lectura de este libro que recopila distintas propuestas concretas de distintos autores y apunta las instituciones laborales que deberían ser, al menos, objeto de debate político y social.

En ese camino es muy atractiva la incorporación de la responsabilidad social en el análisis cuantitativo y cualitativo del mercado laboral, no sólo porque el empleo es una de las principales preocupaciones de la sociedad, sino también porque a menudo ese debate se circunscribe a sólo tres fuerzas (Gobierno, patronal y sindicatos) y, como se desarrolla en esta obra, el mapa de stakeholders del mercado laboral es mucho más amplio y afecta también a otras partes interesadas (organismos internacionales, ETT, estudiantes, demandantes de empleo, accionistas, inversores, medios de comunicación, etc.). Además, el valor de la responsabilidad social adquiere un mayor relieve cuando se desarrollan las estrategias empresariales en el mercado laboral de creación y mantenimiento de empleo en una coyuntura adversa, de desarrollo y formación continua y empleabilidad como motores de un mercado laboral moderno y flexible, de fomento de creatividad, de contratación, de colaboración en el empleo a lo largo de la cadena de valor, de gestión responsable de procesos de recursos humanos, etc.

El valor de la ética y de los valores y el de la responsabilidad social como nuevo paradigma de la gestión empresarial, aun en un contexto de crisis económica, es y debe ser un activo importante del mercado laboral en España, aunque no debemos olvidar que sin cambio no hay eficiencia y se necesitan recursos e innovación para obtener resultados... es decir, nuevos y mejores empleos sostenibles. Y el cambio siguiendo el modelo darwiniano de lucha por la supervivencia debe conducirnos a un nuevo modelo de economía sostenible, que, más allá del impulso con una nueva Ley o de la constitución de un nuevo Fondo de la Economía Sostenible con dotaciones presupuestarias, requiere también cambios normativos de las instituciones laborales.

El capitalismo humanista y la empresa ciudadana, términos que normalmente se asocian al concepto de responsabilidad social de la empresa y que deben acompañarse no sólo con declaraciones formales o programáticas o grandes memorias o informes anuales, sino también con la fortaleza de los hechos y del «hacer», tienen en su interacción con el mercado laboral un reto inmenso en el que nos jugamos el futuro. Hay que incrementar la competitividad de nuestras empresas y anticiparse a los cambios que están todavía por venir, y en esa dirección, las empresas, como agentes dinamizadores de empleos, necesitan nuevos entornos de regulación flexible y permanentes estímulos e incentivos, especialmente en el caso de las PYME y microempresas, que concentran el 97% de los empleos del mercado laboral español.

Juan Antonio SAGARDOY BENGOECHEA 

Catedrático de Derecho del Trabajo 

Presidente de la Fundación Sagardoy 






Prólogo 



El mercado laboral español experimentó un continuo cambio durante la década larga de crecimiento económico (1995-2007), con un rápido aumento de la población ocupada, que pasó de 12 millones de personas en 1995, a los 20 millones de 2007. A una primera etapa de fuerte incorporación de mujeres y jóvenes al mercado de trabajo, siguió una segunda (primeros años del siglo XXI), marcada por la entrada al mercado de más de dos millones de inmigrantes (la mitad del empleo creado en España en esta década hasta 2008).

Con un fuerte peso relativo del sector servicios respecto a otros países europeos del entorno (la población ocupada en la industria en España es sólo el 20%, mientras que en Alemania e Italia es del 26%), se puede concluir que España llegó tarde a la revolución industrial de finales del XIX y seis primeras décadas del XX, pero nos hemos colocado aceptablemente bien en la sociedad postindustrial o de los servicios, con empresas muy competitivas internacionalmente en los sectores financieros, de telecomunicaciones, de energías renovables o de gestión de infraestructuras. Además de ser una primera potencia turística.

Este peso del sector servicios (también el peso de la construcción) explica en parte la alta tasa de temporalidad del mercado de trabajo español, del 25%, aunque llegó a alcanzar el 34% en 2007.

La rápida destrucción de empleo iniciada en 2008 al surgir la crisis económica (se han perdido ya desde entonces 1,8 millones de empleos), muestra, por un lado, un alto grado de flexibilidad del mercado de trabajo (pérdida de empleos temporales), pero por otro explicita la poca solidez del modelo económico español. Y si por un lado los contratos temporales se ven muy expuestos a las crisis, por el otro se muestra una gran rigidez del mercado de los contratos indefinidos con una elevada antigüedad, lo que crea una dualidad del mercado de trabajo muy cuestionada desde distintos sectores en los últimos meses.

Analizar el mercado desde la responsabilidad social, y en los momentos en que nos encontramos, ha sido la interesante apuesta que se acomete en este trabajo, elaborado por Carlos DE LA TORRE y Pilar GARCÍA LOMBARDÍA con un novedoso enfoque metodológico, que tiene en cuenta los diferentes stakeholders del mercado. Partiendo de un estudio riguroso de cifras y tendencias, posicionándonos en nuestro entorno, Carlos y Pilar analizan la competitividad del mercado laboral español, utilizando el siempre práctico análisis DAFO, del que se obtienen interesantes potencialidades, limitaciones, riesgos y desafíos.

La salida de la crisis económica no va a ser fácil, y no se ve todavía clara la dirección hacia la que empezar a caminar. Está abierto el debate sobre qué sectores económicos serán los motores del crecimiento, pero no lo está el que cada vez necesitaremos un mercado de trabajo con gente más preparada, más innovadora y comprometida. En este sentido, en el presente trabajo se reflexiona sobre los instrumentos de gestión de un mercado laboral sostenible y competitivo, así como sobre las estrategias de liderazgo desde el lado empresarial.

Un mercado de trabajo con profesionales cualificados y comprometidos exige hablar, como se hace en el libro, de calidad del empleo, justicia social, sostenibilidad laboral, igualdad de oportunidades y conciliación, y por supuesto de productividad y competitividad. Además, se plantea realizar un enfoque sectorial de nuestra economía.

Pero también exige plantear temas como la flexibilidad laboral o un papel más activo de las empresas de trabajo temporal, temas abordados con valentía y rigor, aunque no gozan de total consenso en la sociedad española. Las conclusiones y recomendaciones finales abren un interesante debate en el que hay que necesariamente profundizar y seguir discutiendo en los próximos meses.

Las crisis son muy duras, para muchas personas, empresas, entidades, y para el conjunto del país. Pero también son oportunidades para aprender, para cambiar, para mejorar, pues las personas y organizaciones aprendemos sobre todo cuando las cosas no salen como uno quiere. El afán de superación y mejora es la característica fundamental que ha hecho evolucionar al ser humano.

En una crisis, como en cualquier situación dolorosa por la que se atraviesa a lo largo de la vida, podemos reaccionar con resignación, con indiferencia o sumirnos en la melancolía. Pero también podemos sacar nuestras fuerzas latentes, recuperar lo mejor que tenemos dentro, y afrontarla con energía, aprovechando las oportunidades que existen, o que nosotros mismos crearemos.

El mundo está cambiando muy rápidamente, y las empresas y ciudadanos se adaptan lo mejor que pueden a estas transformaciones. Adaptar el mercado de trabajo a estos cambios (nuestra normativa tiene todavía restos de la ya inexistente sociedad industrial) es una necesidad permanente, cambios que si se hacen con el adecuado consenso serán mucho más sólidos y enraizados. Y ya sabemos lo que cuesta cerrar acuerdos, casi nunca son fáciles (todos ceden algo), pero lo primero que se exige es voluntad por todas las partes. Y no está claro que ésta sea la situación actual de partida, y por ahí hay que empezar a trabajar.

Finalmente, agradecer a los autores y a todo el equipo de CR Works el habernos dejado participar a la Fundación élogos en tan interesante trabajo. Además de haber aprendido mucho, realmente hemos disfrutado del proyecto, como esperamos que todos los lectores disfruten leyendo este libro.

Mariano BARATECH RAMÍREZ 

Presidente de la Fundación élogos 






Introducción 



I.  PROPÓSITO Y CONTENIDOS DEL TRABAJO

Ante el título de este trabajo caben varias preguntas. La primera de ellas seguramente sería qué es eso de un mercado laboral sostenible. La coyuntura económica actual no parece ser propicia a planteamientos de este tipo, y menos aún si el concepto de responsabilidad forma parte del enunciado de una propuesta. A pesar de ello -o precisamente por ello-, los autores de este trabajo consideramos que es necesario, en estos momentos de incertidumbre, recuperar los fundamentos básicos y las características estructurales del mercado laboral español para, a partir de esa fotografía de salida de quiénes somos, aportar una perspectiva innovadora que permita sentar las bases de nuevas estrategias laborales.

El propósito de este trabajo es, por tanto, aportar una perspectiva diferente de aproximación al mercado laboral. Esta perspectiva diferente procede, precisamente, de la responsabilidad social, y se manifiesta en las siguientes propuestas:

1.  Enfoque multistakeholder de las relaciones laborales y del propio sistema laboral

Los actores que tradicionalmente interactúan en el marco de las relaciones laborales -legislador, sindicatos y empresas- deben ceder espacio a otros grupos de interés que, cada vez en mayor medida, cobran protagonismo, voz y voto en el diálogo social. Autónomos, asociaciones profesionales, Organizaciones no Gubernamentales, organismos internacionales, las PYME, agencias de recolocación, medios de comunicación o empresas de trabajo temporal son sólo algunos ejemplos de los nuevos actores sociales que deben ser partícipes de los debates y del diálogo sobre el empleo.

El enfoque multistakeholder no significa sólo tomar en consideración nuevos actores. Implica, además, conocer y tener en cuenta las expectativas, intereses, derechos y obligaciones de cada uno de ellos. Y, por último, implica desarrollar herramientas y plataformas estables y organizadas de diálogo, con objetivos claros y procedimientos de consulta, que impulsen la toma de decisiones conjunta y la puesta en marcha de acciones concretas con impacto en el mercado laboral.

2.  Introducción del concepto de empleo sostenible como fundamento para la construcción de un mercado laboral sostenible

En este trabajo se habla de la sostenibilidad del mercado laboral y del empleo sostenible, con el fin de introducir la dimensión del medio y largo plazo en los diferentes procesos vinculados a la creación de empleo. En este contexto, el objetivo es poner en marcha los mecanismos que aseguran la generación de condiciones de mantenimiento del empleo generado en el medio y largo plazo, para lo que habrán de ser tenidas en cuenta diferentes variables: costes laborales y salariales, productividad, competitividad y rentabilidad empresarial, capacidad de emprendimiento, marco regulatorio, innovación y formación y capacitación de la población activa. No considerar el criterio del largo plazo en las estrategias y políticas de creación de empleo implica un alto riesgo de impulsar la generación de burbujas de empleo que, si bien pueden suponer una solución a corto plazo en circunstancias de fuerte desempleo, a largo plazo pueden implicar una destrucción del mismo superior al empleo creado.

3.  Construcción de indicadores de responsabilidad social aplicados al mercado laboral y sus actores

En este trabajo se pondrán las bases teóricas para la construcción de un conjunto de indicadores, agrupados en barómetros, que permiten medir el grado de excelencia del mercado laboral en el logro de estándares de responsabilidad social, competitividad y sostenibilidad. Tres de los barómetros diseñados (justicia social, calidad laboral y sostenibilidad laboral) se aplican sectorialmente, teniendo en cuenta las especificidades de cada sector, y dando lugar al cuarto barómetro, el de gestión sectorial. Estos cuatro barómetros son de aplicación macro (mercado laboral) y micro (empresas y otros agentes de la plataforma multistakeholder) y tienen una doble utilidad práctica:

a) Como diagnóstico a posteriori, para recopilar información relevante del estado del mercado o de la empresa en un momento determinado.

b) Como criterio en la toma de decisiones respecto a políticas o estrategias a emprender.

En resumen, el propósito de este trabajo es aportar una perspectiva innovadora, procedente de un enfoque multidisciplinar que aglutina la responsabilidad social, el derecho laboral, la sociología, la economía aplicada y la ética, al complejo panorama del mercado laboral. El diseño de contenidos, dirigido al logro de este propósito, incluye una caracterización del mercado laboral español, sistematizado mediante la metodología de un análisis DAFO (debilidades, amenazas, fortalezas y oportunidades) interno y externo, el desarrollo de cuatro indicadores de responsabilidad en el mercado laboral (calidad laboral, justicia social, sostenibilidad y enfoque sectorial) y una perspectiva transversal enfocada en la necesidad y la oportunidad de generar las condiciones de posibilidad y factibilidad de un mercado laboral sostenible.

II.  LA CONSTRUCCIÓN DE UN MERCADO LABORAL SOSTENIBLE: FUNDAMENTOS ÉTICOS

El Informe Anual 2009 de Tendencias Mundiales de Empleo de la OIT pone de manifiesto algunas cifras que reflejan cuál va a ser el impacto de la actual crisis económica mundial en el empleo. Las previsiones hablan de entre 30 y 50 millones de desempleados (entre un 6,5% y un 7,1%, según se trate de escenarios más o menos optimistas), 1.400 millones de trabajadores pobres -es decir, trabajadores cuyo sueldo no es suficiente para mantenerse a sí mismos y sus familias, por debajo del umbral de pobreza de 2 dólares diarios- y a un 53% de la población con empleo en el segmento de empleos vulnerables. El terrible resumen en cifras del impacto de estos datos es que se prevé que 200 millones de personas pasen a engrosar las filas de la pobreza extrema (1) .

Una primera consideración, que por obvia pudiera pasar desapercibida, es la dimensión social del empleo. El empleo es tratado frecuentemente desde su perspectiva económica, como factor de producción, como elemento generador de riqueza y valor. De hecho, no se puede reducir la pobreza en el mundo sin empleo pleno y productivo y trabajo decente para todos, como claramente señalan los Objetivos del Milenio (2) .

Figura 1. Proporción de población en edad de trabajar que se encuentra empleada, 2007 (%). 
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Fuente: Objetivos del Milenio, ONU (3) . 

Esta dimensión económica, sin duda esencial, no debe ensombrecer la relevancia del empleo como herramienta de supervivencia del ser humano. Hoy por hoy, el empleo supone la principal -si no única- posibilidad del individuo de obtener los recursos básicos para su supervivencia y el acceso a otros bienes y servicios que aseguran la posibilidad de una vida digna: sanidad, educación, alimentos, vivienda. No tener un empleo, o tener un empleo que no permite la propia subsistencia, significa no disponer de los medios necesarios para vivir una vida en las condiciones básicas de dignidad a que todo ser humano tiene derecho por el simple hecho de ser persona. Las dimensiones económica y social del trabajo se completan así con una profunda dimensión ética.

Los datos de la OIT nos han puesto sobre la pista de la realidad más básica, más elemental de la cuestión: la supervivencia. Porque, en efecto, el primer objetivo del trabajo es obtener un salario a cambio, salario que ha de ser suficiente para asegurar unas condiciones mínimas de vida. Una vez satisfecha esta necesidad, el trabajo cumple otros objetivos, también relevantes, como el desarrollo personal, la satisfacción de las necesidades relacionadas con la prestación de un servicio o el cumplimiento de una misión, el sentirse parte de una comunidad. El trabajo tiene un doble valor: es un medio para obtener los recursos imprescindibles para la supervivencia, pero también es un fin en sí mismo, es decir, la propia realización del trabajo proporciona la satisfacción de un conjunto de necesidades de la persona.

Esta consideración guarda una estrecha relación con la pirámide de las necesidades y motivaciones humanas de MASLOW (4) . Básicamente, MASLOW establece una jerarquía de las necesidades y motivaciones humanas, desde las más básicas a las más elevadas:

Figura 2. Pirámide de necesidades de Maslow. 
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El trabajo puede -debería- ser fuente de satisfacción de cada uno de estos niveles de necesidad del ser humano. De hecho, en casi todos los idiomas existen diferentes conceptos en torno al trabajo, con diferencias de matiz que se corresponden con estos niveles de necesidad y motivación: trabajo, empleo, profesión. Tres conceptos que enfocan diferentes aspectos. El término trabajo tiene un sentido de realización de tareas y una cierta connotación de esfuerzo físico. El empleo aporta una noción de estabilidad, organización y sentido de las tareas a realizar, al tiempo que sugiere la necesidad de un cierto nivel de conocimientos y habilidades, ya sean intelectuales o manuales. Por último, hablar de profesión implica ya introducir una dimensión temporal y de estabilidad: una profesión no es algo que se obtenga con la firma de un contrato de trabajo, sino que se va desarrollando a lo largo de la vida, a partir de la adquisición de conocimientos y experiencia. El individuo está implicado en su profesión: es él quien dirige el rumbo de su desarrollo profesional para ir avanzando en su profesión. La profesión incluye y está inmersa en la biografía del individuo.

El trabajo, en su triple dimensión citada, aporta por tanto al individuo los recursos para su subsistencia, es también un medio para impulsar el desarrollo personal y el aprendizaje y puede ser fuente de satisfacción personal en sí mismo, si se dan las condiciones adecuadas. La primera de estas condiciones es, desde luego, tener un empleo digno, es decir, un empleo cuya retribución permita al trabajador mantenerse a sí mismo y a su familia. Como se desprende del Informe de la OIT, 1.400 millones de personas no disponen de un trabajo de este tipo, no tienen acceso a este primer y básico escalón de la dignidad humana.

La creación de empleo a nivel global es, por tanto, uno de los principales y más urgentes retos de este siglo. Y es un reto no sólo económico, sino también social y, sobre todo, ético. No superarlo significará, como apunta el Informe citado, condenar, de entrada, a 200 millones de personas a la miseria extrema, con escasas posibilidades de recuperación. Y eso será sólo el principio: sin acceso a la formación, la sanidad y otros recursos básicos, cientos de millones de trabajadores potencialmente productivos dejarán de serlo para convertirse en personas privadas del principal medio para vivir con la dignidad que les es propia. A todos ellos deberemos sumar, además, aquellos que trabajan en condiciones de vulnerabilidad, infrahumanas e indignas.

El reto de la creación de empleo digno, convertido en uno de los recursos más escasos a nivel global, no puede ser acometido por un país en solitario, ni por un solo grupo de interés (empresas, gobiernos, sindicatos...). La dimensión e implicación de este reto hace completamente imprescindible la cooperación mundial y el diálogo constante y generoso entre todos los agentes implicados. Un diálogo que no debe quedar en meras recomendaciones teóricas, declaraciones de intención o políticas parciales. Es necesario generar una estrategia global en la que cada uno de los colectivos haga lo que mejor sabe hacer: los académicos y teóricos, desarrollar nuevos e innovadores modelos; los políticos y gobernantes, administrar adecuadamente los recursos disponibles y crear el marco legal idóneo para la creación de empleo y riqueza; los sindicatos y trabajadores, mejorar la productividad y luchar por la mejora de las condiciones laborales; las empresas, comprometerse con la sostenibilidad del crecimiento y del empleo, etc.

La creación de empleo como reto básico y urgente aparece acompañada de una primera restricción (básica pero, como se ha visto, aún no superada): que se trate de empleo digno. Por tal entendemos el trabajo cuya remuneración permite subsistir al trabajador y a su familia y realizado en condiciones respetuosas con los Derechos Humanos. Pero, como reza el título de este trabajo y de este epígrafe, consideramos imprescindible introducir una restricción más: que sea un empleo sostenible. La sostenibilidad, en su acepción más intuitiva, se refiere a la condición por la cual el consumo de un recurso es inferior al beneficio o valor de lo que se obtiene con dicho consumo. Es decir, el valor de lo producido debe ser superior al valor de lo consumido. Ésta es la condición básica de factibilidad de la sostenibilidad de cualquier recurso.

En el caso del empleo, al hablar de empleo sostenible nos referimos a un tipo de empleo que genere un valor superior a su coste, de manera que se den las condiciones de factibilidad para su permanencia a medio y largo plazo.

En la actual coyuntura económica mundial, con las cifras de previsión de desempleo con las que han comenzado estas páginas, puede resultar sorprendente, y casi insultante, apelar a la dignidad del trabajo e introducir restricciones a la generación de empleo. Muy atrás ha quedado el afán de las personas por buscar legítimamente su realización a través del trabajo. Hoy, la mayoría simplemente debe contentarse con tener un empleo. Pero precisamente por encontrarnos en esta situación resulta especialmente relevante no renunciar a la dignidad del empleo, sino, al contrario, insistir en la recuperación de este derecho legítimo. De otro modo, estaremos sentando las bases de una recesión en materia de Derechos Humanos, cuyas consecuencias podrían desencadenar una espiral creciente de desigualdad e injusticia social.

El componente ético del mercado laboral no sólo está presente en el reto de crear empleo sostenible y digno, sino también, y de manera muy especial, en los criterios que guían las relaciones laborales. MELÉ (5)  recoge magistralmente la presencia de estos criterios éticos en los procesos de contratación y despido. Para comprender en toda su profundidad la dimensión ética del trabajo es necesario llamar la atención sobre el hecho de que el contrato de trabajo implica la dedicación voluntaria y limitada del empleado, y la oportunidad de desarrollar una actividad valiosa para él mismo y en servicio de los demás. La justicia en la contratación se refleja no sólo en un salario justo, sino también en el hecho de que «los contratos deben realizarse libremente y de buena fe. La justicia exige que lo acordado sea lícito y que no haya abuso de poder en la imposición de las condiciones del mercado» (6) . Respecto a la duración del contrato, el debate sobre la flexibilidad a la hora de despedir es arduo. Desde el punto de vista de la empresa, la contratación temporal permite adaptarse mejor a posibles fluctuaciones del mercado. Para el trabajador implica, sin embargo, importantes dosis de incertidumbre e inseguridad. Para la sociedad, la flexibilidad laboral favorece la creación de empleo, aunque precario. ¿Cuál debe ser el punto de vista de la ética en esta cuestión? Sin duda, el comportamiento ético en esta materia pasa por evitar el fraude y las situaciones engañosas: contratos temporales que en realidad son fijos y situaciones similares. En general, debemos buscar la estabilidad en la medida que sea posible, reservando la temporalidad para aquellos empleos o sectores en los que se hace imprescindible, dado, por ejemplo, su carácter cíclico.

Respecto a la extinción del contrato de trabajo, se trata de una decisión de tal impacto para el trabajador que el empresario «debe tomarla prudencialmente y siguiendo un proceso justo. Se trata de un proceso que exige la adecuada reflexión y estudio [...] con garantías suficientes para asegurar un proceso justo de despido» (7) . No podemos olvidar que el desempleo es un mal para la economía, para la sociedad y para las personas, individualmente consideradas. Los costes del desempleo, además de una clara dimensión económica, tienen una dimensión social y humana de gran calado. El parado pierde su fuente de ingresos, y pierde también su autoestima, su seguridad, su estatus. Con el tiempo pierde también las ganas de luchar y acaba por excluirse (8) . La empresa pierde con cada despido el capital humano específico del trabajador e incurre en costes de despido y de reorganización del trabajo. La sociedad pierde el potencial que podrían aportar los parados, y una parte de su población ve disminuidas sus condiciones de vida, lo que obliga a incurrir en fastos para mantener las rentas de los desempleados y sus familias. Posiblemente, además, se pierda capacidad de innovación y cambio, puesto que el cambio puede conllevar más desempleo a corto plazo, y eso provoca rechazo social (9) .

Los fundamentos éticos de un mercado sostenible de trabajo hacen referencia, por tanto, a la necesidad de crear empleo (el trabajo como herramienta básica del ser humano para acceder a una vida digna y sobrevivir) y de crearlo en un marco que asegure las condiciones de dignidad y de sostenibilidad, a través de la consideración de los criterios éticos en las principales decisiones relacionadas con la contratación, el despido y las condiciones de trabajo. Podemos concluir, por tanto, que el mundo se enfrenta hoy al reto de la creación de empleo, y no necesariamente por la coyuntura económica global actual. En palabras de Rodrigo RATO, «esta recesión está acelerando procesos que, de todas formas, iban a producirse» (10) .
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El mercado laboral como sistema abierto y dinámico 



En este capítulo se propone un enfoque del mercado laboral desde una perspectiva relacional desde la que comprender en toda su profundidad su interacción e interdependencia respecto a los sistemas económico, presupuestario, fiscal y educativo. Entre estos cinco sistemas se produce de forma constante un intercambio de diferentes elementos: capacidades, trabajo, recursos económicos y bienes y servicios.

El mercado laboral desempeña un papel fundamental en cualquier sociedad. Las interrelaciones entre los diferentes sistemas (presupuestario, económico, fiscal y educativo) son la clave para desarrollar mecanismos eficientes que permitan el crecimiento sostenible.

Figura 3. Interrelaciones del mercado laboral como sistema. 
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I.  FUNCIONES DEL MERCADO LABORAL: RACIONALIDAD DEL MERCADO

El mercado de trabajo en España durante los últimos 25 años (1984-2009) ha tenido un comportamiento pendular. Han existido etapas de crecimiento económico sostenido que han venido acompañadas de incrementos de tasas de ocupación (y también de afiliación) y reducciones significativas de las tasas de paro y etapas de ralentización, reconversión industrial o recesión, acompañadas de destrucción de empleo y un crecimiento superior del paro a los empleos destruidos que se explica por el crecimiento de la población activa ante la incorporación masiva de mujeres y trabajadores inmigrantes al mercado laboral.

Como línea general, la historia reciente muestra que el mercado laboral en España es procíclico porque es capaz de crear empleos de manera intensa en etapas de bonanza y crecimiento económico, pero también es capaz de destruir empleos de manera masiva en niveles muy superiores a los países de nuestro entorno y en cifras mucho mayores que las que razonablemente se pueden explicar por la caída del PIB anual.

Para analizar el comportamiento de los agentes del mercado laboral y anticipar su racionalidad y búsqueda de mayor eficiencia hemos planteado tres hipótesis de entrada a resolver, a saber (tabla 1):


	
•¿Por qué se crea empleo?


	
•¿Por qué se destruye empleo?


	
•¿Cómo se crea empleo de manera sostenible?




Todas ellas referidas al mercado laboral español, que tiene singularidades y particularidades que le diferencian de otros mercados laborales internacionales. La figura anexa muestra algunos de los factores explicativos de la creación y destrucción de empleo y exploran claves en la dirección de un mercado laboral sostenible en España.

La creación de empleo está asociada a variables económicas (consumo, inversión, producción, productividad, competitividad, fiscalidad, etcétera), pero también a otras variables de tipo técnico (capacitación, cultura de emprendizaje, innovación, etc.) y legal (facilidades para contratar y/o despedir).

Tabla 1. Factores de creación y destrucción de empleos en España. Claves de un mercado laboral sostenible



	1. ¿Por qué se crea empleo?
	2. ¿Por qué se destruye empleo?
	3. ¿Cómo se puede crear empleo sostenible?



	
- Necesidades de producción

- Necesidades de consumo

- Inversión pública + empleo público

- Emprendimiento

- Eficacia de las políticas activas (colocación)

- Adecuación entre oferta y demanda


	
- Falta de rentabilidad y de acceso al crédito (sistema financiero)

- Descenso en consumo que se traslada a producción

- Falta de previsión sobre las variaciones de la oferta y la demanda de empleo.

- Falta de productividad y competitividad

- No adaptación a cambios organizativos y/o productivos

- Incremento de la fiscalidad

- Globalización, que produce deslocalización de actividades

- Falta de confianza


	
- Inversión productiva (estímulos públicos)

- Educación (valor económico)

- Productividad

- Innovación

- Aportación y optimización de recursos (capital tecnológico y humano)

- Capacitación (habilidades, aptitudes, competencias, capacidades)

- Gestión de la población activa (inmigrantes y mujeres) y de la población ocupada (intermediación)

- Racionalidad de la temporalidad (ruptura de la dualización)

- Instrumentos de flexibilidad de empleo para el ajuste entre la oferta y la demanda.

- Políticas industriales, energéticas y medioambientales






Además, la creación de empleo durante la crisis (aunque no ha podido atenuar el incremento de la tasa de paro, sí ha amortiguado su escalada) está asociada a estímulos públicos y por tanto a la aportación directa o indirecta de fondos, ya sea para restablecer la circulación crediticia inyectando liquidez en el sistema financiero o con aportaciones directas a empresas contratistas a través de otras Administraciones (Ayuntamientos), como ha sido el ejemplo del Plan E en obra pública o con subvenciones públicas directas a sectores en declive (automoción). La sostenibilidad de los empleos creados durante la crisis está muy comprometida y tiene un nivel de productividad bajo al ser empleos en los que se ha generado la demanda aun a costa de incrementos significativos del déficit y de la deuda pública.

La destrucción de empleo en España en 2008 y 2009 ha venido generada por una multiplicidad de causas. El origen financiero de la crisis y la ausencia de liquidez y de acceso al crédito ha dañado seriamente al tejido empresarial español, que es muy intensivo en las PYME y microempresas de pocos trabajadores y que cuentan con menor músculo financiero para gestionar dificultades de tesorería en casos de demoras de pago de clientes. Además, el empleo creado durante años anteriores ha estado muy concentrado en sectores como construcción, inmobiliaria y servicios, y en otros con fuerte componente de estacionalidad y muy expuestos al consumo externo (turismo, restauración, etc.), lo que ha hecho a estos empleos más vulnerables ante el cambio de ciclo económico. El empleo destruido es, en un porcentaje muy significativo, empleo precario, mal remunerado y poco cualificado y por ende escasamente productivo, por lo que su reposición abre retos de mayor envergadura para desbloquear los cuellos de botella de sectores en declive que deben dejar paso a sectores emergentes con yacimientos para nuevos empleos. Además, la gestión por las empresas de la crisis ha mostrado pautas y criterios de extrema anticipación, que ha conducido a la falta de proporcionalidad en un porcentaje significativo de regulaciones de empleo y, especialmente, en las desvinculaciones individuales que «en masa» se han ido produciendo en los últimos meses.

El empleo sostenible abre oportunidades para buscar elementos de racionalidad en el mercado laboral en España. Esos elementos pasan por las políticas industriales, energéticas, medioambientales y educativas y también por la innovación empresarial y el impulso de programas sectoriales. Es difícil avanzar en un cambio profundo del modelo productivo en España, dada su difícil viabilidad a corto y medio plazo, pero sí es posible una adaptación del modelo productivo con políticas de estímulo y con aportaciones presupuestarias directas (se precisarán más recursos económicos). Desde esta perspectiva se puede argumentar que una parte muy significativa del empleo generado en una década (1997-2007), con más de 4,5 millones de empleos nuevos en el mercado laboral español, no ha sido sostenible porque, al producirse una fuerte caída de la demanda interna y una reducción de las exportaciones (2008-2009), se ha destruido un volumen de aproximadamente dos millones.

En ese contexto, las decisiones recientes apuestan por el reforzamiento de la red de protección social (hay un gasto anual en 2009 de 30.000 millones de euros en prestaciones y subsidios de desempleo) y por una modificación fiscal que financie las políticas pasivas y el mantenimiento de políticas de estímulo a la creación de empleo (sintéticamente en la subida del IVA, aunque demorada para el año 2011, y en el incremento de la fiscalidad de las plusvalías y del ahorro).

Queda pendiente identificar las instituciones laborales que podrían reformularse para acompañar este proceso de cambio y de generación de empleos sostenibles en la búsqueda de un mercado laboral más eficiente.

II.  AGENTES DEL MERCADO LABORAL: UN ENFOQUE MULTISTAKEHOLDER PARA EL NUEVO DIÁLOGO SOCIAL

El mercado laboral, siguiendo el modelo de Talcott PARSONS (1) , es un sistema abierto, entendido como conjunto interrelacionado de factores cuya interrelación provoca un determinado comportamiento.

Los elementos nucleares del mercado de trabajo se configuran en sus contornos básicos en torno al contrato de cambio a suscribir entre trabajadores y empleadores que demandan prestaciones recíprocas, a saber: salario y prestación laboral, y que reproducen el binomio clásico de capital-trabajo en los mercados laborales tradicionales.

Sin embargo, hay otros elementos adicionales que van configurando los mercados laborales en el siglo XXI:

a) de naturaleza normativa -leyes y/o convenios colectivos- que se puede medir en términos de rigidez o flexibilidad laboral interna o externa;

b) de naturaleza económica (cotizaciones sociales, salarios, impuestos, créditos, necesidades de consumo, necesidades de producción, etc.), y

c) de naturaleza educativa (capacitación, formación continua, nivel de empleabilidad).

La aproximación clásica y tradicional a los cambios regulatorios que han tenido incidencia en el mercado laboral responde a un modelo de debate y concertación política normalmente limitado al diálogo social entre el Gobierno y los sindicatos, y que ha producido en España notables resultados a lo largo de sucesivas reformas normativas en los años 1980, 1984, 2001, 2004 y 2006, para buscar respuestas y nuevos instrumentos que acompañan a políticas activas y pasivas en busca de más y mejores empleos y avances en creación de empleos y reducción de paro estructural, y en políticas de solidaridad que garanticen rentas de sustitución en caso de pérdida de empleos.

Sin embargo, la nueva realidad política, económica y laboral que acompaña a la actual crisis económica en 2009, con la emergencia de nuevos actores o protagonistas en la toma de decisiones a nivel mundial (G-20); la reformulación de nuevas políticas internacionales monetarias y económicas para garantizar mayor transparencia y estabilidad de precios (FMI, Banco Mundial, etc.), y la intensa interdependencia de los mercados laborales nacionales en un contexto de globalización, deslocalizaciones y flujos migratorios, es una oportunidad y casi una necesidad de abrir un debate social (no exclusivamente político) con todos los actores y protagonistas del mercado laboral.

Ese debate social se puede estructurar con la aplicación de la metodología de la economía de los stakeholders [FRIEDMAN (2) ] desarrollada en los años ochenta para el nacimiento e impulso de la responsabilidad social de las empresas, una vez se da por descontando que una de las principales preocupaciones sociales es la creación y mantenimiento de los empleos y su sostenibilidad a largo plazo. En esa dirección, la adaptación de un enfoque multistakeholder (de grupos de interés diversos con distintas expectativas) (3)  es una oportunidad de búsqueda de un nuevo modelo de relaciones de cooperación multidireccional que permita, primero, segmentar los grupos de interés en el mercado laboral, luego priorizarlos en función de su importancia, y finalmente garantizar plataformas de diálogo orientadas a la acción que permitan alcanzar resultados tras la interacción entre expectativas (de los GDIS) y compromisos (de los reguladores y de las empresas como dinamizadoras del mercado laboral). Este enfoque es un nuevo paradigma en la gestión del mercado laboral y un nuevo modo de sistema de relaciones entre el Gobierno, las empresas y los sindicatos y el resto de los interlocutores o actores que intervienen de un modo u otro en el mercado laboral (figura 4).

Por lo que se refiere al Gobierno, es conocido que no crea directamente empleo, salvo el empleo público que en España alcanza en 2009 umbrales significativos en torno al 13% de la población activa nacional (3.000.000 de empleados públicos sobre un total de 22,9 millones de trabajadores activos), pero sus políticas activas y pasivas de empleo (sistema laboral) y sus decisiones económicas (sistema fiscal y presupuestario) sí pueden incidir decisivamente en las condiciones idóneas para la creación de empleo.

Por lo que se refiere a las empresas, se debe reconocer que son un protagonista central del mercado de trabajo, ya que son las que crean empleo o lo destruyen en función de otras realidades que explican su comportamiento positivo (creación) o negativo (destrucción) como son el contexto económico (liquidez, acceso al crédito, productividad, competitividad, competidores, consumo, etc.) y el contexto legal (flexibilidad interna-movilidad laboral, modificación de condiciones de trabajo, organización del trabajo-flexibilidad externa-indemnizaciones en desvinculaciones, etc.).

Por lo que se refiere a los sindicatos, pese a la relativa baja tasa de afiliación en España, han mantenido en las sucesivas reformas del mercado de trabajo su poder (claramente político) de interlocutores preferenciales en defensa de los intereses de los trabajadores y con posiciones de consolidación de derechos laborales adquiridos y de irreversibilidad de los mismos (con escasas excepciones).

Figura 4. Redes de relación entre stakeholders del mercado laboral. 
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Fuente: Elaboración propia. 

El resultado del enfoque multistakeholder debe ser conocer el entorno pasando de un modelo de sólo tres fuerzas (Gobierno, patronal y sindicatos) a un modelo mucho más amplio con presencia de otras fuerzas (ETT, desempleados, consumidores, autónomos, inversores, sociedad, etc.).

El enfoque stakeholder del mercado laboral debe suponer también la creación de valor económico, político y social para todos los grupos de interés, y debe permitir construir un modelo de mercado laboral «inteligente» y sostenible a partir de un entorno político, financiero y laboral en varios mercados laborales internacionales (básicamente, Europa, EE.UU., Asia y América Latina).

Necesidades, expectativas e intereses

Como primer paso, debemos conocer qué quieren los stakeholders del mercado laboral, lo que se visualiza en la figura de la Pantalla Radar de Expectativas de los stakeholders (figura 5).

Figura 5. Pantalla Radar del Mercado Laboral Sostenible (expectativas de cada stakeholder). 
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Fuente: Elaboración propia. 

En una primera y radical afirmación, lo que un stakeholder del mercado laboral quiere es la creación de empleos sostenibles. Y para ello los stakeholders tradicionales del mercado laboral (Gobierno, sindicatos y patronal), así como los nuevos stakeholders (ETT, consumidores, desempleados, autónomos, inversores, sociedad, etc.), deben saber leer el mercado: hay que conocer las expectativas de todos ellos y explorar líneas de satisfacción o encuentro para beneficio mutuo, así como los recursos, medios y políticas orientadas a la acción para alcanzar un beneficio mutuo y un «valor final» en el mercado laboral.

¿Qué quieren los trabajadores del mercado laboral?

Como regla general, no hay dos trabajadores iguales, y la lista de expectativas y su orden de prelación cambia con el tiempo:


	
- Tener un empleo y que sea «seguro» y de «calidad». 

	
- Tener un salario digno. 

	
- Tener calidad de vida laboral y personal. 

	
- Conciliación. 



¿Qué quieren las empresas del mercado laboral?


	
- Tener flexibilidad en la contratación y en el despido. 

	
- Liquidez y acceso a créditos «blandos». 

	
- Tener menos impuestos. 

	
- Reducir las cotizaciones sociales. 



¿Qué quieren los sindicatos?


	
- Reducir el paro. 

	
- Facilitar rentas de sustitución en caso de desempleo. 

	
- Evitar reformas laborales «por imposición del regulador». 

	
- Consolidar los derechos laborales adquiridos (irreversibilidad). 

	
- Mantener planes de estímulo público (inversión pública productiva). 



¿Qué quiere el regulador?


	
- Obtener cambios normativos por consenso con patronal y sindicatos. 

	
- Evitar conflictos laborales (huelgas políticas o laborales). 

	
- Financiar las políticas pasivas o de solidaridad. 

	
- Incrementar la eficacia y eficiencia de las políticas públicas activas de empleo. 



¿Qué quieren las ETT?


	
- Intermediar en oferta y demanda en contratos fijos. 

	
- Evitar la penalización en cotizaciones sociales de contratos temporales. 

	
- Ampliar los sectores de operación donde permanecen restricciones (construcción, sanitario, Administraciones Públicas). 



¿Qué quieren los consumidores?

	
- Acceder a productos y servicios con precios moderados. 


¿Qué quieren los autónomos?


	
- Bonificaciones en cotizaciones sociales. 

	
- Reducción de impuestos. 

	
- Acceso a prestaciones por cese de actividad. 



Contribuciones

Como segundo paso, debemos conocer qué aporta cada stakeholder al mercado laboral:


	
• Los trabajadores aportan trabajo. 

	
• Las empresas aportan empleos. 

	
• Los accionistas e inversores aportan capital. 

	
• Los sindicatos aportan diálogo social y no conflictividad. 

	
• Los reguladores aportan condiciones laborales, fiscales y económicas. 

	
• Los consumidores aportan consumo de bienes y servicios. 

	
• Los autónomos aportan capacidad de emprendizaje. 



Tabla 2. Mapa de contribuciones de cada stakeholder en el mercado laboral



	STAKEHOLDER
	CONTRIBUCIÓN




	EMPLEADOS
	
Prestación de trabajo

Capacitación

Innovación





	EMPRESAS
	
Retribuciones

Empleo

Diálogo social





	ACCIONISTAS
	Capital



	GOBIERNO/REGULADORES
	
Políticas activas y pasivas de empleo

Servicios públicos de colocación 

Marco normativo

Incentivos fiscales

Empleo público





	SINDICATOS
	Diálogo social



	AUTÓNOMOS
	Capacidad de emprendizaje



	SOCIEDAD
	Consumo privado



	ETTs
	Capacidad de intermediación entre oferta y demanda





¿Cuál sería la síntesis de las expectativas y aportaciones de losstakeholdersal mercado laboral?

La contestación a esta pregunta con la que finalizaría este capítulo sería plantear la siguiente reflexión: el mercado laboral necesita entender las expectativas de todos sus grupos de interés para que los que tienen poder de decisión puedan gestionarlas intentando «crear valor» para todos los grupos de interés, pero atendiendo a los grupos prioritarios según las necesidades de cada período y resolviendo los conflictos de interés entre las expectativas de distintos grupos.

La «inteligencia política» sería la cualidad de Gobierno, sindicatos y empresas para saber lo que pasa en el mercado laboral, conocer lo que quieren sus stakeholders y anticipar soluciones a partir de un diálogo orientado a la acción, especialmente en el diseño de planes articulados de largo plazo con influencia y capacidad de adaptación y cambio y mejora del mercado laboral. En esa dirección, la «inteligencia política» conectaría con el enfoque de Darwin de adaptación, transformación y cambio y de diseños de estrategias públicas y privadas en el mercado laboral.

A modo de resumen, la metodología de la incorporación de los stakeholders en el mercado laboral conllevaría:


	
• Incorporar todos los stakeholders en la gestión del mercado laboral creando plataformas de diálogo con ellos y dando información sobre las necesidades (situación presente) y el curso de acción de decisiones (situación futura). 

	
• Priorizar los grupos de interés identificando su importancia en el mercado laboral y su «peso» para conocer cuáles de ellos son más relevantes y cuáles de sus expectativas son más urgentes o importantes. 

	
• Ayudar a las empresas como auténticos agentes dinamizadores del empleo, pero exigiéndoles compromiso social en el cumplimiento de los marcos regulatorios de contratación y desvinculación o despidos. 

	
• Orientar el desarrollo de las empresas priorizando estrategias fiscales y financieras de soporte.

	
• Orientar la gestión empresarial priorizando estrategias de transformación de servicios o productos de empresas existentes o creando condiciones para la creación de nuevas empresas en sectores emergentes. 

	
• Asignar recursos económicos para la reactivación del mercado laboral. 

	
• Establecer un programa (estrategia) articulado que permita la coherencia y consistencia de las medidas económicas, fiscales y laborales a corto, medio y largo plazo y que incluya ritmos, velocidades y plazos de las medidas de estímulo públicas y espacios o márgenes de colaboración privada. 



III. FUNCIONAMIENTO DEL MERCADO LABORAL

1.  Marco normativo del mercado laboral en España

Una visión panorámica de las reformas del mercado de trabajo en los últimos 25 años (desde 1984 hasta 2009) se puede consultar en la figura anexa, que identifica las principales instituciones laborales que han sido alteradas, relacionando los años en los que se han llevado a cabo las reformas y la evolución de la tasa de paro en dichos años (tabla 3).

Tabla 3. Reformas laborales en España



	REFORMA LABORAL (AÑO)
	INSTITUCIONES LABORALES ALTERADAS POR LA REFORMA
	TASA DE PARO (AÑO)




	Reforma 1984
	
- Nuevo contrato temporal para el fomento del empleo

- Nuevo contrato de lanzamiento de nueva actividad

- Flexibilidad externa (salidas no indemnizadas de temporales)


	20,6%



	
Reforma 1994

(Sin acuerdo social)


	
- Impulso de la movilidad interna (tiempo de trabajo, polivalencia y grupos profesionales)

- Ampliación de causas de despidos disciplinarios y objetivos y limitación de salarios de tramitación (60 días)

- ERE (nuevas causas organizativas y de producción)

- Negociación colectiva (descentralización hacia convenios de empresa)

- Jornada (distribución irregular)

- Salarios (estructura variable y cláusulas de descuelgue) 

- Impulso de contratos de formación y aprendizaje y de tiempo parcial

- Legalización de ETTs y autorización de agencias privadas de colocación (ruptura de monopolio estatal)


	24,2%



	Reforma 1997
	
- Nuevo contrato de fomento de la contratación indefinida para grupos con riesgo de exclusión social (33 días/24 meses) y limitaciones para el de lanzamiento de nueva actividad. Nuevas bonificaciones

- Modificación del despido objetivo (ampliación de causas)

- Negociación colectiva: Acuerdo de cobertura de vacíos (ACV) y Acuerdo Interconfederal sobre la Negociación Colectiva (AINC)


	20,8%



	Reforma 2001
	
- Fomento de la contratación a tiempo parcial (TTP)

- Conversión de temporales a fijos

- Nuevo contrato de inserción laboral

- Establecimiento de indemnizaciones para temporales (8 días por año trabajado)

- Trabajo a tiempo parcial (eliminación del límite del 77%)


	10,5%



	
Reforma 2002

(Sin acuerdo social)


	
- Desempleo (compromiso de actividad y oferta de colocación adecuada)

- Economía social y trabajo autónomo (impulso con capitalización de desempleo)

- Despido (eliminación de salarios de tramitación y pérdida de causalidad)

- Jubilación gradual y flexible (anticipada y diferida)


	11,4%



	Reforma 2006
	
- Contratación indefinida (bonificaciones/programa extraordinario de conversión de temporales)

- Contratación temporal sucesiva irregular (conversión a indefinidaope legis  por el paso de 24 meses en un período de 30 para el mismo puesto y misma empresa)

- Cesión ilegal de trabajadores

- Fiscalidad (disminución de cotización por desempleo en indefinidos y de FOGASA con carácter general y nuevo sistema de bonificaciones)


	8,5%



	Reforma 2007
	
- Inmigración (regularización masiva)

- Igualdad (planes de igualdad, discriminación directa e indirecta, prevención del acoso sexual y por razón de sexo, acciones positivas, composición equilibrada)

- Trabajo autónomo (nuevos derechos individuales y sindicales; prestación por cese de actividad: acuerdos de interés profesional; regulación de TRADE)


	8,60%



	Reforma 2009
	
- Desempleo (ampliación de prestaciones y subsidios)

- Fomento del empleo (bonificaciones en EREs suspensivos o de reducción de jornada)

- Impulso a la contratación indefinida (100% bonificaciones en nuevos contratos)

- Inmigración (derechos fundamentales de extranjeros, reagrupación familiar, residencia de larga duración)


	18,83%



	Reforma pendiente 2010
	
- Contratación indefinida y temporal (reducción de brecha indemnizatoria y estímulos a la contratación indefinida)

- Desempleo (proporcionalidad)

- Flexibilidad interna (ampliación) 

- Flexibilidad externa (financiación a través de Fondos según modelo austriaco)

- Negociación colectiva (prevalencia de convenios de empresa sobre niveles de sector o provinciales)

- Servicios de colocación (impulso de los servicios públicos con más recursos y apertura a la competencia con servicios privados)

- Fiscalidad del empleo (reducción para las Pyme y reorientación de las cotizaciones hacia la formación de desempleados)

- Costes de despido de indefinidos (reducción para nuevos contratos con ampliación de grupos vulnerables con riesgos de exclusión social)

- Impulso a la parcialidad como estrategia de creación de empleo (especialmente para jóvenes y mujeres por la adaptación de esa modalidad contractual a etapas educativas y de formación y la conciliación)

- Mayor control del absentismo laboral a través de modificaciones en los reconocimientos médicos y reformulación del artículo 52.d) del Estatuto.

- Estímulos fiscales para la promoción de empleos en sectores emergentes y sostenibles

- Regulación de las prejubilaciones

- Regulación de las empresas de recolocación vinculadas a los planes sociales en reestructuraciones de plantillas (modelo francés)

- Incentivación de las regulaciones de empleo de reducción de jornada (modelo alemán)


	20% (estimaciones de FMI y Comisión Europea)





Fuente: Elaboración propia

El Estatuto de los Trabajadores es la norma central que regula las instituciones laborales que aplican los agentes del mercado laboral en España (Gobierno, empresas y trabajadores). Su formulación originaria es del año 1980 y ha sufrido sucesivas reformas (las más destacadas las realizadas en 1984, 1994, 1997, 2001, 2002 y 2006) con repercusiones positivas y negativas sobe el mercado de trabajo.

Con la excepción de la reforma de 1994 y 2002, el resto de reformas han seguido el procedimiento del diálogo social tripartito y concertación, lo que las ha dotado de una legitimación social mayoritaria por el apoyo de los sindicatos y patronal. Como señala el profesor VALDÉS DAL-RÉ (4) , las experiencias de nuestra concertación social han contribuido a estimular e incentivar la implantación, desarrollo y maduración de un modelo de relaciones laborales que tiende a convertir la autonomía colectiva en la principal fuente de organización y ordenación de las relaciones laborales. La política y la práctica de concertación social forman parte de los elementos estructuradores del modelo vigente de relaciones entre Estado y Sociedad instaurado en España.

El proceso inicial de armar una arquitectura jurídica del modelo de relaciones laborales en el año 1980 produjo unos magníficos resultados. Se construyeron los cimientos de un marco normativo que recogía:

• su ámbito de aplicación y exclusiones,

• los elementos críticos de ajenidad y dependencia del trabajo por cuenta ajena,

• la relación de fuentes de la relación laboral y los principios de aplicación (jerarquía normativa, supletoriedad, indisponibilidad individual de derechos reconocidos en disposiciones legales de derecho necesario o calificados como indisponibles por los convenios colectivos, etc.),

• los derechos y deberes laborales básicos,

• los elementos y eficacia del contrato de trabajo,

• las modalidades del contrato de trabajo,

• los contenidos del contrato de trabajo con notable desarrollo de la no discriminación, la inviolabilidad de la persona del trabajador, el derecho a la protección eficaz de la seguridad e higiene,

• el poder de dirección del empresario con sus contenidos nucleares (modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, movilidad funcional, movilidad geográfica, facultades disciplinarias),

• el sistema de clasificación profesional, la estructura salarial y las garantías salariales,

• el tiempo de trabajo,

• la extinción de las relaciones laborales incluyendo la causalidad y procedimiento del despido disciplinario, despido objetivo y despidos colectivos,

• la cesión de trabajadores,

• la sucesión de empresa,

• la subcontratación de obras y servicios,

• las modalidades de suspensión del contrato,

• los derechos sindicales y de representación de los trabajadores, el procedimiento electoral y la negociación colectiva.

Era entonces un marco normativo equilibrado que respondía a un equilibrio de fuerzas entre trabajadores (sindicatos) y empresarios (patronal), pero a lo largo de estos años ha necesitado de adaptaciones, modulaciones y reformas (y también de periódicos desarrollos reglamentarios y a través de convenios colectivos).

Este marco normativo reconocía también espacios para la negociación colectiva cuyos resultados (los convenios) han tenido la misma eficacia normativa que las leyes, aunque las relaciones ley-convenio (5)  a las que se remiten muchos preceptos del Estatuto sean complejas y ofrezcan un menú dispar con relaciones de complementariedad (cuando el convenio desarrolla el Estatuto), de suplementariedad (cuando el convenio mejora el Estatuto) o de supletoriedad (cuando el convenio aborda nuevas materias no reguladas por el Estatuto), o simplemente de jerarquía (cuando el convenio no puede alterar las disposiciones de derecho necesario del Estatuto). Y, también, aunque menos expresamente, se reconocía un espacio para el contrato de trabajo y la individualización de las relaciones laborales que permite que empresas y trabajadores acuerden condiciones singulares en la prestación laboral (cláusulas de no competencia, cláusulas de permanencia, etc.), siempre que no vulneren derechos indisponibles.

Sin embargo, si algo es típico del marco normativo laboral, es la permanente necesidad de buscar nuevos equilibrios y nuevas soluciones en ocasiones ante criterios judiciales de aplicación de los Tribunales (señaladamente del Tribunal Constitucional), y en otros casos por expectativas de empresarios y/o trabajadores que es preciso atender para la mejora del mercado de trabajo.

Todas las reformas laborales (6)  del texto originario de 1980 del Estatuto de los Trabajadores responden a la necesidad de dotar al mercado laboral de una mayor flexibilidad, una vez se ha venido manteniendo que mediante políticas de rentas voluntarias centradas en el control de los salarios no era suficiente para mejorar los resultados en materia de empleo, y han tratado de modificar instituciones laborales que faciliten la creación de empleo y la reducción de la tasa de paro y, además, en las más recientes intenten impulsar la reducción de las tasas de temporalidad existentes en el mercado laboral.

Reforma de 1984


Paro: 20,6%

Objetivo principal: creación de empleo

Resultado principal: creación de 5 millones de empleos en el período 1984-89

Otros resultados: impulso de la contratación temporal (contrato de fomento del empleo)



La primera reforma, de 1984, venía condicionada por la elevada tasa de paro (20,6%), que es muy cercana a las estimaciones de organismos internacionales para 2010 en España y una crisis económica centrada en el sector industrial (7) . El elevado número de parados de aquella época (2.700.000) alumbraba el principal objetivo de la reforma: «la creación del mayor número de puestos de trabajo posibles», y por ello se impulsa la contratación temporal, básicamente potenciando el contrato de fomento al empleo que se posiciona como el contrato más utilizado por las empresas, aunque limitado a trabajadores de edad avanzada, con capacidad laboral disminuida, desempleados o quienes acceden al primer empleo. En 1984, también se especifica la causa exacta de la contratación y su duración en el contrato eventual por circunstancias de la producción, se amplía el plazo hasta 4 años del contrato de trabajo en prácticas, se amplía el límite de edad hasta los 20 años del contrato de la formación (salvo la excepción del límite de edad para minusvalías), se modifica el contrato a tiempo parcial y el contrato de lanzamiento de nueva actividad. El resultado de esta reforma es un incremento espectacular de 5 millones de empleos en los primeros cuatro años (1985-1989), aunque luego bajó en la década de los noventa como consecuencia de la crisis económica.

Esta primera reforma cumple su objetivo de crear empleo pero plantea un nuevo problema del mercado laboral en España: la elevada tasa de temporalidad de los contratos. En la reforma de 1984 no hubo intención de estimular ni la flexibilidad salarial ni la flexibilidad funcional interna de las plantillas (ÁLVAREZ, 1996), sino fomentar la flexibilidad laboral externa alternando los procedimientos de entrada y salida de las plantillas, de tal forma que los ajustes se concentrarán en los trabajadores temporales dotando de mayor elasticidad a la demanda de trabajo para crear más empleo, aun a costa de un retroceso en su calidad. En efecto, los contratos temporales aceleraron la creación de empleo, ya que, por un lado, reducían los costes de ajuste de las plantillas en situaciones de recesión, y por otro, porque los datos de las encuestas sobre distribución salarial elaboradas por el Instituto Nacional de Estadística mostraban un diferencial relevante de la ganancia media de un trabajador temporal y de un trabajador indefinido. Es más: con el paso del tiempo la extensión generalizada de contratos temporales pronto generó una serie de problemas que justificaron la aprobación de la Ley de Medidas Urgentes sobre Fomento del Empleo y Protección por Desempleo de 2002, con objeto de reducir las prestaciones y endurecer las condiciones de acceso al mismo para reducir el déficit público, desincentivar la contratación temporal estimulando la contratación indefinida de determinados colectivos vulnerables (jóvenes, mujeres y desempleados mayores de 45 años), incrementando el plazo máximo de los contratos temporales de 3 a 4 años e incentivando la contratación a tiempo parcial de duración indefinida.

Reforma de 1994


Paro: 24,2%

Objetivo principal: flexibilidad interna y externa y competitividad

Principal resultado: reducción de los costes laborales unitarios

Otros resultados: eliminación del contrato de fomento del empleo, pero no desciende la temporalidad



La segunda reforma, de 1994, es con diferencia la de mayor calado en el mercado laboral al modificarse instituciones básicas del modelo de relaciones laborales en España (expedientes de regulación de empleo, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, movilidad funcional, movilidad geográfica, clasificación profesional, polivalencia funcional, etc.). En síntesis, la reforma intensifica los niveles de flexibilidad interna y externa en las empresas suprimiendo dosis de intervención pública en las relaciones laborales y el grado de tutela de la Administración Laboral, que se sustituye por una mayor participación colectiva o individual de los trabajadores en procedimientos de consulta o negociación, aunque se mantengan los contornos jurídicos de causalidad y procedimiento en los cambios de organización del trabajo en las empresas, pero su control administrativo y/o judicial va a ser siempre a posteriori. Tras 1994 se aprueban, por ejemplo, los primeros expedientes de regulación de empleo «preventivos» de grandes empresas con enormes beneficios económicos al amparo de nuevas causas organizativas o de producción (y no necesariamente económicas o técnicas), y se entra en una dinámica de progresiva judicialización de las controversias entre empresas y trabajadores.

El objetivo de la reforma era modificar las instituciones laborales para facilitar a las empresas unas condiciones de mayor competitividad con los países de la Unión Europea. La tasa de paro en 1994 estaba en máximos históricos, situándose en el 24,2%, y el número de parados ascendía a 3.738.100. La reforma tuvo un procedimiento excepcional ante la falta de acuerdo con los sindicatos, y se aprueba en el Congreso, a propuesta del Gobierno del PSOE, lo que produjo un conflicto social que acabó en una huelga general. La reforma de 1994 apuesta por una negociación colectiva más descentralizada en beneficio de los convenios de empresa, optimiza la utilización del tiempo de trabajo permitiendo la distribución irregular del trabajo eliminando las limitaciones existentes sobre la duración máxima de la jornada diaria o semanal, impulsa la estructura variable salarial que tiene un mayor vínculo con la productividad al no incluir la garantía de consolidación en años futuros, se incorpora la cláusula de descuelgue que posibilitaba a las empresas el no aplicar el aumento salarial pactado en los convenios de nivel superior, si ese incremento dañaba la situación económica de la empresa, etc.

En materia de contratación laboral se suprime el contrato de fomento del empleo que quedó reducido a casos muy concretos (personas mayores de 45 años con más de un año de desempleo, minusválidos, etc.), impulsa los contratos de formación y aprendizaje y se potencia el trabajo a tiempo parcial. Además, en 1994 se flexibiliza el desarrollo de la relación laboral con la creación de los grupos profesionales y la introducción de flexibilidad de horarios. También se legalizan las empresas de trabajo temporal (ETT), que contratan directamente trabajadores para ponerlos a disposición de empresas usuarias y cuya mediación en el mercado entre ofertas y demandas supone una optimización de los servicios de colocación con un profundo impacto sobre la duración de los contratos temporales y con un éxito bastante notable en sus primeros años de operación, al firmarse, en 1995, 301.344 contratos de puesta a disposición con empresas usuarias, y en 2002 alcanzar la cifra de 1.819.281 contratos.

La reforma de 1994 tuvo efectos favorables en la creación de empleo, ya que la tasa de paro descendió del 24,2% en 1994 al 20,8% en 1997, y el número de ocupados en aquellos años aumenta mucho más que la población activa. Sin embargo, la tasa de temporalidad se mantuvo y las empresas se refugiaron en el contrato eventual y en el contrato de obra o servicio determinado. En cuanto a la moderación salarial alcanzada a partir de 1994, se debe en parte a la brecha salarial entre los contratos a tiempo parcial y los contratos a tiempo completo.

El gran logro de la reforma de 1994 fue la flexibilidad laboral que luego sería desarrollada por la negociación colectiva teniendo como objetivo (y consiguiéndolo) reducir la inflación reduciendo los costes laborales unitarios, aunque en materia de negociación colectiva no alcanzara sus objetivos, ya que la acción sindical contrarrestó las modificaciones normativas en la práctica manteniendo el peso de los sindicatos por los convenios de niveles superiores al de los convenios de empresa (8) .

Reforma de 1997


Paro: 18,8%

Objetivo principal: estabilidad en el empleo y negociación colectiva

Resultados principales: descenso del paro en 8 puntos porcentuales (1997-2001)

Otros resultados: muy ligero descenso de la temporalidad (2%)



La tercera reforma, de 1997, ya realizada por el Gobierno del Partido Popular contó con el acuerdo social (CEOE, CEPYME, CC.OO. y UGT) y se concretó en el Pacto sobre Estabilidad en el Empleo (9)  de mayo de 1997 con tres grandes apartados:


	
a) estabilidad en el empleo, 

	
b) negociación colectiva y 

	
c) cobertura de vacíos (10) . 



Se crea una nueva modalidad contractual: el contrato de fomento de la contratación indefinida aunque dirigido a personas con especiales dificultades de acceso al mercado laboral (jóvenes de 16 a 30; mujeres en paro mayores de 45 años; parados de larga duración; trabajadores temporales; minusválidos) y con una indemnización menor en el caso del despido declarado improcedente: 33 días por año de servicio con un tope de 24 mensualidades. También se limita el contrato por lanzamiento de nueva actividad y se modifican las condiciones de los contratos de formación y en prácticas. En materia de negociación colectiva, el Acuerdo sobre Cobertura de Vacíos (ACV) completa el proceso iniciado en 1994 de sustitución de ordenanzas laborales y reglamentaciones por convenios colectivos, y el Acuerdo Interconfederal sobre la Negociación Colectiva (AINC) logra racionalizar la estructura en la negociación colectiva definiendo y articulando los contenidos propios de cada ámbito de negociación y modernizando y ampliando el contenido de los convenios.

El resultado de esta reforma supuso que la tasa de paro descensiese del 18,8% en 1998 al 10,5% en 2001, y consiguiera una muy ligera reducción del 2% de la contratación temporal en ese período de referencia 1998-2001. En 1998 se produjo una leve modificación del Estatuto en el ámbito de la contratación a tiempo parcial con acuerdo entre el Gobierno y los sindicatos (UGT y CC.OO.), estableciéndose un límite del 77% de la jornada completa, limitando la posibilidad de hacer horas extras a los trabajadores indefinidos a tiempo parcial y finalmente elevando la protección social de estos contratos.

Reforma de 2001


Paro: 10,5%

Objetivo principal: reducción de la temporalidad por conversión de contratos temporales en indefinidos y fomento de la parcialidad

Resultados principales: ligera reducción del paro

Otros resultados: mantenimiento de las tasas de temporalidad



La cuarta reforma, de 2001, también es fruto del diálogo y concertación social y se centra en la introducción de medidas para fomentar la contratación a tiempo parcial, y para la conversión de contratos temporales en indefinidos y la introducción del contrato de inserción laboral, cuya utilización fue prácticamente irrelevante. Además, se amplió la vigencia del contrato indefinido aprobado en 1997 (inicialmente creado para un período de 4 años); se establecieron las indemnizaciones por extinción de los contratos temporales que se fija en 8 días por año trabajado, reduciendo la brecha indemnizatoria entre trabajadores indefinidos y temporales; se suprimió el límite de edad en los contratos de formación; se incrementó la cuota empresarial del 36% en los contratos menores de 7 días; se eliminó el límite del 77% de la jornada en los contratos a tiempo parcial, y se fomentó el acuerdo entre trabajador y empresa para las horas complementarias en tales contratos, así como se elevó el porcentaje máximo que podía efectuarse, que pasó del 30 al 60%.

El resultado de esta reforma es de continuidad en la reducción del paro, que evoluciona desde el 10,5% en 2001 hasta el 8,5% en 2006, aunque los niveles de contratación temporal en relación a la indefinida permanecen casi inalterados y se abre una nueva dualización entre trabajadores a tiempo parcial y a tiempo completo.

Reforma de 2002


Paro: 11,5%

Objetivo principal: reforma de políticas pasivas de empleo para fortalecer el compromiso de los desempleados con la búsqueda de empleo

Resultado principal: Transformaciones en materia de despido y jubilación

Otros resultados: procedimientos para la mejora de la empleabilidad de los desempleados a través de la formación



La quinta reforma, de 2002, se centra en la reforma de las políticas pasivas de empleo y del sistema del despido, y nuevamente tropieza con la contestación sindical. En materia de desempleo, se trata de una reforma que fortalece el compromiso de actividad del desempleado para buscar activamente empleo, asumiendo la obligación de suscribirlo por escrito, incluyendo su disponibilidad para aceptar una colocación adecuada y participar en actuaciones específicas de motivación, información, orientación, formación, reconversión o inserción profesional que mejoren su ocupabilidad y que sean determinadas por los servicios públicos de empleo competentes. Los criterios de colocación adecuada que son obligatorios durante el primer año de búsqueda incluyen:

• la profesión (la demandada, la habitual o la ajustada a aptitudes físicas y formativas durante el primer año de búsqueda);

• la ubicación geográfica (que se localiza en un radio de 30 km, salvo acreditación excepcional de que el tiempo de desplazamiento supera el 30% de la jornada o que el gasto de desplazamiento supera en un 20% el salario mensual ofrecido), y

• el salario equivalente al puesto ofrecido.

La reforma de 2002 también introduce novedades para la compatibilidad entre trabajo por cuenta ajena y subsidio por desempleo para trabajadores mayores de 52 años; la compatibilidad entre prestaciones y trabajo para desempleados perceptores de desempleo que sustituyan a trabajadores de pequeñas empresas (menos de 50 trabajadores) mientras éstos asisten a cursos de formación; para el fomento de la economía social con la capitalización de prestaciones por desempleo en pago único o en pago periódico para abonar las cotizaciones de la Seguridad Social, para trabajadores que se incorporen como socios trabajadores o socios de trabajo en sociedades anónimas laborales o en cooperativas; para el fomento del trabajo autónomo con la capitalización de las prestaciones de desempleo hasta el 20% para afrontar gastos de inicio de actividad y el 80% restante para el pago de cotizaciones sociales; la apertura de prestaciones de desempleo desde la fecha del despido con independencia de su impugnación posibilitando la existencia de ingresos y de acciones de formación en el período que media entre el despido y la conciliación o sentencia firme; el incremento de beneficiarios de políticas pasivas de empleo ampliando la protección de fijos y eventuales agrarios en todo el territorio nacional y estableciendo nuevas normas para los nuevos beneficiarios que se incorporen al sistema; el incremento de los requisitos de acceso a prestaciones de los emigrantes retornados; la ampliación a nuevos colectivos de la renta de inserción laboral, etc.

En materia de despido, la reforma de 2002 conlleva también una transformación radical al abrir la posibilidad para las empresas de consignación del depósito judicial en el plazo de 48 horas tras la fecha de despido de la indemnización legal de 45 días de salario, con el tope de 42 mensualidades con ahorro de los salarios de tramitación en caso de declaración judicial de improcedencia material de despido. Ese cambio conlleva una reducción de los costes de despido de los trabajadores indefinidos por una triple vía (MALO y TOHARIA, 2005): la reducción de los salarios de tramitación (aunque estaban limitados al plazo de 2 meses desde la fecha del despido, pues el exceso era reclamado a la Administración); la eliminación de la negociación al incorporarse un mecanismo automático para la realización de los despidos sin acudir a los actos de mediación, y la menor incertidumbre en la cuantía de las indemnizaciones (ya que las indemnizaciones pactadas podían llegar a superar a las legales). Además, la reforma de 2002 ha descausalizado el despido, pues al trabajador sólo le interesará recurrir en los casos que espere que el despido pueda ser declarado nulo por los jueces, porque ya el empresario en el momento del depósito de la indemnización está reconociendo la improcedencia y facilita el acceso a las prestaciones de desempleo con el despido, ya que no es necesario para acceder a las prestaciones ni que el despido sea declarado procedente judicialmente, ni que se reclame o no el despido, ni que se cumpla el período de 3 meses que establecía la normativa anterior, bastando la presentación de la carta de despido por el trabajador en las Oficinas Públicas de Empleo para ser acreedor de la prestación por desempleo.

La reforma de 2002 se completa con transformaciones profundas con novedades en materia de jubilación gradual y flexible siguiendo una línea antagónica de medidas, ya que, por un lado, se potencia la prolongación de la edad activa del trabajador más allá de los 65 años con estímulos para la empresa (en bonificaciones de cotizaciones sociales) y para el trabajador (con un incremento del porcentaje a aplicar a la base reguladora de su pensión de jubilación), y por otro lado, se regula la jubilación anticipada de trabajadores afiliados al sistema después de 1 de enero de 1967, aunque se limita a partir de la edad de 61 años y se exigen 30 años de cotización y la inscripción como demandante de empleo durante 6 meses ininterrumpidos y, además, se modifica la jubilación flexible estableciendo como nuevo mínimo de jornada del trabajador que se jubila un 25% y un nuevo máximo del 85%.

El impacto de la reforma de 2002 en el mercado de trabajo en España es difícil de evaluar (11) . Se trata de una reforma para el empleo aunque precisamente aborde o incida en prestaciones de desempleo y prestaciones de jubilación, e intente una mayor coordinación entre políticas activas y pasivas de empleo y un mayor compromiso de los desempleados en la búsqueda activa de empleo y en el desarrollo y seguimiento de acciones de formación para la mejora de su empleabilidad (12) .

Reforma de 2006


Paro: 8,5%

Objetivo principal: competitividad, empleo estable y cohesión social

Resultados principales: disminución coyuntural de la tasa de temporalidad

Otros resultados: no se aportan soluciones definitivas al problema de la temporalidad



La sexta reforma, de 2006, se enmarca en la declaración para el Diálogo Social de 8 de julio de 2004, suscrita por el Gobierno, UGT y CC.OO. y CEOE y CEPYME, titulada «Competitividad, empleo estable y cohesión social», y está focalizada en la búsqueda de la mejora de la tasa de temporalidad y recupera la senda del diálogo y la concertación para combatir la contratación temporal. Las medidas articuladas conllevan un impulso a la conversión de contratos temporales en indefinidos con transferencias de recursos económicos a las empresas por vía de bonificaciones en las cotizaciones sociales (el coste de la reforma se cifra en 4.000 millones de euros) y que eventualmente pueda compensar el incremento de las indemnizaciones por despido y la pérdida de flexibilidad externa. El sistema de asignación de bonificaciones y de conversión de contratos es voluntario y se establece gracias a un programa extraordinario y excepcional de conversión de contratos temporales a fijos a través de los incentivos expuestos y con un período máximo para el disfrute de los beneficios económicos que es de solamente 6 meses y con vencimiento final en fecha 31 de diciembre de 2006.

Asimismo, se acometen medidas de limitación de la utilización sucesiva de contratos temporales al introducir ope legis la calificación como contratos indefinidos si se suscriben dos o más contratos de duración determinada y alcanzan un plazo de 24 meses en un período de 30 por el mismo trabajador para el mismo puesto de trabajo por la misma empresa, y con independencia de que se suscriba o no con una empresa de trabajo temporal. Además hay otros estímulos a la contratación indefinida, como son la extensión del contrato para el fomento de la contratación indefinida creado en 1997 con el coste minorado de extinción de 33 días de salario por año de servicio, con un máximo de 24 mensualidades y ampliándose los colectivos (grupos vulnerables con riesgo de exclusión social) que pueden suscribirlo, la reducción del tipo de cotización por desempleo de los contratos indefinidos, la igualación del tipo de cotización empresarial de los contratos de duración determinada suscritos por empresas de trabajo temporal al de la contratación temporal directa realizada por las empresas, la disminución generalizada de la cotización de FOGASA para indefinidos y temporales y el cambio del sistema de incentivos económicos a la contratación indefinida con ampliación de la duración de las bonificaciones de 2 a 4 años, y la sustitución del sistema de bonificaciones basadas en porcentajes de la cuota empresarial en otro basado en reducciones de la cuantía fija de la cuota a la Seguridad Social.

El nuevo sistema de bonificaciones a la contratación indefinida intenta compensar el diferencial de coste por despido en caso de desvinculación entre indefinidos y temporales (13) . Hay otras medidas complementarias con impacto en el mercado de trabajo, como la reserva del contrato para la formación a los jóvenes no cualificados, la mejora del sistema de información a los representantes de los trabajadores en los casos de contratas y subcontratas, la definición de cesión ilegal de trabajadores, el reforzamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, la extensión de las prestaciones de desempleo en determinadas situaciones y el compromiso de modernización de los Servicios Públicos de Empleo, Estatal y Autonómicos.

El resultado de esta reforma es una disminución coyuntural de la tasa de temporalidad, pero no aporta soluciones duraderas al problema de fondo del mercado laboral de excesiva tasa de temporalidad. Según datos del Ministerio de Trabajo e Inmigración, la reforma de 2006 consiguió en 8 meses un total de 882.970 conversiones (de contratos temporales a fijos) y un total de 764.012 nuevos contratos indefinidos, con lo que el saldo final fue de 1.646.983 contratos nuevos indefinidos con una caída de la tasa de temporalidad de 3 puntos porcentuales al pasar del 34,85% al 31,9%.

Reforma de 2007


Paro: 8,5%

Objetivos principales: inmigración, igualdad y trabajo autónomo

Resultados principales: Reglamento de Extranjería, Ley de Igualdad, Estatuto del Trabajo Autónomo



En la legislatura de 2004 a 2008 existen tres normas relevantes en el ámbito laboral con impacto en el mercado laboral, a saber: el Reglamento de Extranjería de 2004; el Estatuto del Trabajo Autónomo (LETA) y la Ley de Igualdad, ambos de 2007.

El Reglamento de Extranjería de 2004 vincula el fenómeno migratorio al mercado laboral con la laboralización de 550.136 trabajadores extranjeros no comunitarios, lo que conlleva un incremento muy significativo de la tasa de afiliación y una disminución inicial del volumen de economía sumergida, aunque es un proceso no exento de contestación política a nivel nacional y comunitario por el denominado «efecto llamada» y la continuidad de flujos migratorios en los años siguientes.

El Estatuto del Trabajo Autónomo aprobado por la Ley 20/2007, de 11 de julio, es una norma que afecta a un colectivo muy numeroso en el mercado de trabajo en España (más de 3 millones de autónomos en 2009) e incluye una regulación unitaria siguiendo el modelo italiano y alemán, y con amplio consenso social (ATA, UPTA y UGT avalan la norma, aunque no CC.OO.) que comprende el régimen laboral, sindical y de Seguridad Social de los trabajadores autónomos y de los trabajadores autónomos dependientes cuando existe dependencia económica de un único cliente en más de un 75% de la facturación anual (TRADE). Es una norma incompleta, ya que anuncia un desarrollo reglamentario en clave sectorial y por segmento de grupos de autónomos con gran impacto en derechos colectivos y en menor medida en derechos individuales, y que abre espacios a la autonomía individual (contratos de actividad profesional) y a la autonomía colectiva (acuerdos de interés profesional) que mantienen una eficacia limitada. Existe, además, una ampliación de derechos de los autónomos, especialmente en materia de Seguridad Social, que habrá que financiar con nuevas cotizaciones, estando pendiente de regulación reglamentaria la singular prestación por cese de actividad (desempleo de los autónomos). Finalmente, hay un desplazamiento de foro en las controversias o litigios jurídicos que van a foro laboral (14) .

La Ley de Igualdad de 2007 abre un nuevo modelo de relaciones laborales en clave de género, con los objetivos de eliminar cualquier tipo de discriminación de la mujer en el mercado laboral y facilitar una igualdad real y no teórica entre mujeres y hombres, aumentar la participación de la mujer en el trabajo y garantizar la igualdad efectiva en el transcurso de la relación laboral. Entre las medidas articuladas para alcanzar estos objetivos destacan la obligatoriedad de planes de igualdad en las empresas de más de 250 trabajadores y de protocolos de prevención del acoso sexual y/o por razón de sexo, la prevención y respuesta ante situaciones de discriminación directa o indirecta, la nulidad radical de decisiones empresariales que encierren discriminaciones por razón de sexo, la indemnidad frente a represalias, la compatibilidad de sanciones administrativas e indemnizaciones de reparación en caso de daños a trabajadores por vulneración de la igualdad, la promoción de la composición equilibrada de los Consejos de Administración, la ampliación de derechos de conciliación y el impulso de la corresponsabilidad, la introducción del permiso de paternidad y el fomento de acciones positivas.

Reforma de 2009


Paro: 18,9%

Objetivo principal: fomento y mantenimiento del empleo, contratación indefinida, inmigración y prestaciones y subsidios por desempleo



Finalmente, en 2009 se ha realizado una minirreforma de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y ampliación de las prestaciones de desempleo como respuesta ante la crisis económica y financiera, y para atenuar la situación generada por la destrucción masiva de empleos y que se articula, respectivamente, a través del Real Decreto-Ley 2/2009, de 6 de marzo, y a través del programa temporal de protección por desempleo e inserción aprobado por Real Decreto-Ley 10/2009.

Entre las medidas de fomento del empleo destacan las bonificaciones en cotizaciones sociales en supuestos de expedientes de regulación de empleo temporales presentados desde 1 de octubre de 2008 hasta 31 de diciembre de 2009 en una etapa inicial y luego prorrogadas hasta 31 de diciembre de 2010 (50% en contingencias comunes y con un máximo de 240 días y con el compromiso empresarial de mantener en el empleo a los trabajadores afectados al menos 1 año con posterioridad a la finalización de la suspensión de contratos o reducción de jornada autorizada), y la financiación empresarial exclusiva hasta los 61 años de los convenios especiales de Seguridad Social de trabajadores no mutualistas de más de 55 años, permitiendo que las cotizaciones efectuadas por el empresario durante la vigencia del convenio especial se apliquen a la parte del convenio que debe sufragar el trabajador a partir de los 61 años; las medidas de protección de personas desempleadas con reposición del derecho de los trabajadores afectados por ERE que se les haya suspendido su contrato o reducida su jornada y, posteriormente, se les extinga o suspenda de nuevo el contrato por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción con un límite máximo de 120 días; la eliminación del período de espera de un mes para el percibo de subsidios de desempleo que hasta ahora se aplicaban a determinados supuestos; la bonificación del 100% en la cuota empresarial en contingencias comunes en contratación indefinida nueva de trabajadores beneficiarios de las prestaciones de desempleo, y el fomento de la contratación parcial con la posibilidad de bonificaciones en los contratos de trabajo de demandantes de mejor empleo que, siendo trabajador a tiempo parcial con una jornada muy reducida, es contratado en otra empresa, y con mayores incentivos del contrato a tiempo parcial en relación al contrato a tiempo completo (15) .

La reforma de 2009 a través de la Ley 14/2009, de 11 de noviembre, incluye, también, medidas temporales de protección por desempleo para facilitar cobertura económica, con carácter extraordinario, a personas en situación de desempleo que habiendo agotado las prestaciones por desempleo contributivas o el subsidio por desempleo carezcan de rentas y adquieran el compromiso de participar en un itinerario de inserción laboral (16) . La duración inicial de este programa es de seis meses y deben los beneficiarios cumplir varios requisitos, entre otros, que carezca el solicitante (entendido como su unidad familiar) de rentas de cualquier naturaleza, superiores en cómputo mensual al 75% del Salario Mínimo Interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias, estar inscrito como demandante de empleo y suscribir el compromiso de actividad. No pueden beneficiarse de este programa temporal los trabajadores que agoten el subsidio por desempleo para mayores de 52 años, los trabajadores fijos discontinuos que mientras mantengan dicha condición, agoten la prestación o el subsidio por desempleo durante los períodos de inactividad productiva, y los trabajadores que agoten prestaciones o subsidios durante la suspensión de la relación laboral o la reducción de la jornada de trabajo en virtud de un expediente de regulación de empleo. En cuanto al importe de esta prestación por desempleo extraordinaria anticrisis es del 80% del IPREM mensual vigente.

La Ley 27/2009, de 30 de diciembre, completa este conjunto de reformas de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas, y el Real Decreto 130/2010, de 12 de febrero, establece ya la primera prórroga temporal de protección del desempleo por un período adicional de seis meses.

Además, en 2009 se ha aprobado por Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, una reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España, y su integración social en una doble dirección: en primer lugar, para garantizar el ejercicio pleno de los derechos fundamentales de los extranjeros, con independencia de su residencia o no legal levantando las restricciones existentes en los derechos de reunión, asociación, sindicación y huelga, con objeto de dar cumplimiento a las sentencias del Tribunal Constitucional 236/2007, de 7 de noviembre, y 259/2007, de 19 de diciembre, y en segundo lugar, para regular mecanismos de gestión de los flujos migratorios en el mercado de trabajo en España para adaptarlos a la capacidad de acogida y a las necesidades reales del mercado laboral, y la necesidad de integración y convivencia de los extranjeros, lo que conlleva una nueva regulación (mas restrictiva) de los derechos de reagrupación familiar que se limita al cónyuge del residente, a los hijos del residente y del cónyuge incluidos los adoptados siempre que sean menores de 18 años o discapacitados y a los ascendientes en línea recta y en primer grado de más de 65 años por razones humanitarias; la vinculación más específica de la autorización inicial de residencia y trabajo a una ocupación y a un territorio y la regulación ex novo de la situación de residencia de larga duración a partir de la residencia temporal en España durante 5 años de forma continuada. Además, se amplían las facultades públicas para la lucha contra la inmigración ilegal y amplía las infracciones en materia de extranjería para incluir actuaciones fraudulentas como los matrimonios de conveniencia o el falseamiento de datos para el empadronamiento. Finalmente, se refuerza la coordinación y cooperación de las Administraciones Públicas en materia de extranjería con participación de las organizaciones sindicales y empresariales más representativas (17) .

Este exhaustivo análisis de las sucesivas reformas del mercado laboral español desde 1984 muestra claramente la preocupación constante por la creación de empleo, la reducción de la temporalidad y la búsqueda del diálogo social y el consenso para llevar a cabo los cambios propuestos. Las diferentes medidas puestas en marcha han tenido efecto positivo sobre la disminución del desempleo (tabla 4), a pesar del incremento constante de la tasa de actividad, pero el mercado laboral español sigue adoleciendo de una importante dualización, con tasas de temporalidad muy elevadas.

Tabla 4. Tasas de actividad, empleo y paro (1984-2009)



	

	Tasa de actividad
	Tasa de empleo
	Tasa de paro




	1984
	49,3%
	39,5%
	20,6%



	1994
	50,9%
	38,6%
	24,2%



	1997
	s.d.
	s.d.
	18,8%



	2001
	52,3%
	46,8%
	10,5%



	2002
	53,6%
	47,4%
	11,5%



	2006
	57,6%
	52,7%
	8,5%



	2007
	58,2%
	53,4%
	8,3%



	2009
	59,9%
	48,5%
	18,83%





Fuente: INE.

La creación de empleo ha ido ligada también, claro está, a la situación económica española e internacional, y sería una perspectiva muy reduccionista considerar estas variaciones como fruto exclusivamente de las medidas y reformas sobre el mercado laboral. En este sentido, y antes de abordar la difícil cuestión de la reforma por llegar, la de 2010, debemos tener en cuenta que:

1. Las cuestiones que continúan lastrando el mercado laboral español desde mediados de los ochenta son la temporalidad y la inestabilidad del empleo.

2. La situación económica es ahora muy diferente.

Para ilustrar esta última cuestión, baste mencionar la evolución del Índice de Producción Industrial (IPI). Se trata de un indicador coyuntural que mide la evolución mensual de la actividad productiva de las ramas industriales, excluida la construcción, contenidas en la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 2009 (CNAE-2009). Mide la evolución conjunta de la cantidad y de la calidad, eliminando la influencia de los precios. La figura 6 muestra la variación interanual del IPI para los años de las reformas del mercado laboral expuestas:

Figura 6. Variación interanual del Índice de Producción Industrial (IPI) (1984-2009). 

[image: ]

Fuente: INE. 

El desplome del IPI es un claro indicador de la gravedad de la coyuntura actual y pone de manifiesto que sin duda habrán de tomarse medidas excepcionales ante esta situación, que en lo que se refiere a cifras macroeconómicas, resulta sin duda excepcional por la gravedad. Los países de la Unión Europea han registrado también una caída paralela del IPI. Por componentes, son los bienes intermedios los que registran una caída más acusada (en concreto, la fabricación de vehículos, la fabricación de muebles y las industrias extractivas). Los bienes de consumo presentan una caída más moderada y en este grupo se incluyen algunas actividades que experimentan un ligero ascenso, como la fabricación de productos farmacéuticos. Este dramático descenso de la producción ha tenido como consecuencia clara unos niveles elevados de desempleo.

La reforma pendiente de 2010 que pueda tener mayor calado e impacto en el mercado laboral para la reducción de la tasa de paro parece colisionar con el procedimiento elegido por el Gobierno (diálogo social y concertación) y con las barreras y distancias existentes entre patronal y sindicatos. Los informes de economía laboral de los organismos internacionales (Fondo Monetario Internacional, OCDE, Comisión Europea, etc.) sí demandan reformas estructurales del mercado de trabajo para facilitar la creación de nuevos empleos en España.

El profesor Juan Antonio SAGARDOY, en un informe inédito pero distribuido en entornos empresariales y académicos titulado «La reforma del mercado de trabajo», de abril de 2009 (18) , mantiene la necesidad de reformas de instituciones laborales para superar los dos factores clave y definitorios de nuestra fisonomía laboral: la temporalidad y el paro, para conseguir una transición rápida del mercado laboral en España fomentando más la movilidad, mejorando la capacitación y luchando contra la segmentación del mismo. Entre las medidas propuestas destaca un contrato único de trabajo, la implantación de un Fondo de Garantía de Despidos (siguiendo el modelo austriaco), la consideración de alternativas como el contrato fijo a término y reforma del contrato a tiempo parcial, la modificación de las instituciones de la flexibilidad interna (modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, movilidad funcional y movilidad geográfica), la mejora de la regulación del absentismo laboral, la reforma de los despidos económicos con apertura a fórmulas de recolocación siguiendo el modelo francés, la reforma de la negociación colectiva en articulación y contenidos para vincular los salarios a la productividad y la transición a sistemas públicos de colocación que compitan con sistemas privados.

En otros términos, pero en la misma dirección sobre la necesidad de una reforma laboral, se anuncia la propuesta de 100 economistas presentada por el profesor Juan José DOLADO (19)  de la Universidad Carlos III, que incluye propuestas concretas presentadas en el Círculo de Bellas Artes el pasado 21 de abril de 2009 (20)  en los siguientes bloques de materias:

a) sistema contractual y costes de despido con la instauración de un contrato único;

b) políticas pasivas con una ampliación de la duración de las prestaciones transitoriamente (hasta el final de la crisis) pero con elevación de las cuantías de las prestaciones y reducción al final para romper su uniformidad de cuantías;

c) políticas activas con potenciación de la formación de los trabajadores menos cualificados y mayor participación de agencias privadas de colocación debidamente acreditadas y evaluación de los programas existentes; y

d) negociación colectiva con el reconocimiento de los acuerdos de empresa y su prevalencia en relación con convenios de ámbito superior.

Sin embargo, otros expertos discrepan de la necesidad de la reforma del mercado de trabajo en España, y según un manifiesto titulado «El trabajo, fundamento de un crecimiento económico sostenible» (21)  y firmado por 700 especialistas y apoyado por UGT y CC.OO., se mantiene que los problemas para salir de la crisis están principalmente en el sector financiero, y cualquier ajuste en el mercado laboral, opinan, debe tener como objetivo aumentar la productividad, no abaratar el despido. Esa visión señala que la restricción internacional del crédito es debida a actuaciones que han rebasado la legalidad y a una escasa y deficiente supervisión pública y que, en el caso español, la destrucción de empleo está asociada a las características de su estructura productiva con una elevada presencia de las actividades inmobiliarias que ha generado un alto endeudamiento de las familias. En la intervención pública contra la crisis los firmantes de este manifiesto contemplan una triple dirección:

a) mantenimiento de inyección de liquidez para hacer frente al endeudamiento del sistema financiero e impulsar la circulación crediticia;

b) extensión de las redes de protección a todos los desempleados y alargándola en el tiempo; y

c) actuaciones que conlleven un cambio paulatino y profundo del modelo productivo en base a un empleo basado en la innovación que permita incrementar la calidad y la productividad del trabajo.

Más concretamente, la reforma del mercado laboral propuesta por los 700 economistas se limita básicamente en materia de contratación a la continuidad en la reforma del 2006 actuando contra los incentivos a la temporalidad descausalizada para buscar un círculo virtuoso que propicie más calidad de empleo que se traduce en última instancia en productividad. Ese enfoque mantiene que la dualidad del mercado laboral se genera por el lado de la demanda (puestos de trabajo temporales) no por el sistema de contratación (22) . Este planteamiento es compatible con el mantenimiento a corto plazo de políticas pasivas de empleo con ampliación de prestaciones sociales diseñadas para evitar situaciones de exclusión social y con, incluso, ampliaciones de las prestaciones extraordinarias anticrisis a colectivos todavía no protegidos, y a medio plazo con el impulso de políticas de empleabilidad e inserción laboral y con separación de mecanismos de financiación del subsidio contributivo de desempleo y del asistencial (23) .





OEBPS/images/im0000557292.jpg







OEBPS/content/NcxToHtml.html
		Consejo de redacción

		Autores

		Páginas de crédito

		Dedicatoria

		Agradecimientos

		Prefacio

		Presentación

		Prólogo

		Introducción

		Capítulo 1. El mercado laboral como sistema abierto y dinámico

		Capítulo 2. Diagnóstico de situación y caracterización del mercado laboral español

		Capítulo 3. Competitividad del mercado laboral español: análisis DAFO

		Capítulo 4. Instrumentos de gestión de un mercado laboral sostenible y competitivo

		Capítulo 5. Estrategias empresariales de liderazgo para la gestión del empleo en el mercado laboral

		Capítulo 6. Estrategias públicas para la búsqueda de la racionalidad y la eficiencia del mercado laboral español

		Conclusiones y recomendaciones

		Epílogo

		Índice de figuras y tablas

		Anexo estadístico

		Glosario del mercado laboral sostenible

		Referencias y bibliografía

		Estudios e informes de instituciones nacionales e internacionales

		Principales fuentes digitales consultadas







OEBPS/images/im0000557199.jpg
&l
Asia Occidental

Aica septentional
América Latinay Caribe
Ocsania

Asia Meridional

Asia Orenial

koo B Hombres Aica subsahariana







OEBPS/images/im0000557239.jpg
—

oot oo romion zoomnn 200 zosuon 2001 coodt _ zooemor






OEBPS/images/im0000557238.jpg
Sostenbilidad
faboral_comocimientos

Hexbiidad
Liquidez / Crédito

Calidad laboral __

—

Justcia Social

P

Mayor autonomia
SOCIEDAD  EMPRESAS Pleno empleo

Trabajo decente

Intermediacién
en contrats fjs

Mercado Laboral
Sostenible

Incentivos fiscales

AUTONOMOS
Bonificaciones

en cotizaciones

Pleno empleo

Rentas
de sustitucion
i EMPLEADOS
tabilida
Prestaciones
e por cese de actividad
Imeversbilidad
dedercchoslabordles caliad i
etibucion ey
digna ~ Seguridad Calidad - Conciliacién
delempleo~ No - detrabajo
siniestralidad





OEBPS/images/im0000557237.jpg
m PATRONAL reguladoras ETTs/Agencias
N de colocaci

Desempleados

Trabajadores

ERNO

Estudiantes

Universidades/
Escuelas de negocio

" Medios
Pyme/Autnomos SINDICATOS de comuni






OEBPS/images/im0000557236.jpg
Sistema
ducativo

Capacidades

Sistema

Trabajo

stema

aboral <«———| econdmico

Recursos
econémicos

Recursos
econémicos

Recursos

econémicos

Sistema
fiscal

Recursos
econémicos

Sistema
presupuestario

Recuisos econtmicos






OEBPS/images/im0000557200.jpg






